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II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

Se abrió la sesión a las 11.18 horas.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 32ª se encuentra a disposición de los señores diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Diputado señor Reyes.

 

El señor REYES.- Señor Presidente, en el Nº 16 de la Cuenta figura una moción del Diputado señor Espina que modifica la ley Nº 19.366.

Al respecto, recuerdo a la Sala que la Comisión especial de drogas, en virtud del proyecto de acuerdo que le dio origen, tiene, entre otras, facultades para conocer iniciativas de ley.

En consecuencia, sin perjuicio de que después la trate la Comisión de Constitución, pido que sea remitida a la Comisión especial de drogas.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Basado en el acuerdo existente, el proyecto debe ir a la Comisión de drogas y a la de Constitución.

Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, solicito que recabe el acuerdo de la Sala para votar, sin discusión, en Fácil Despacho, el Nº 2 de la Cuenta, referido al proyecto que modifica la ley general de pesca y acuicultura, a fin de establecer la obligación de instalar un sistema de posicionamiento geográfico automático con apoyo satelital en naves que indica.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Se tratará en la sesión de la tarde, con un procedimiento especial, que será dado a conocer en la lectura de los acuerdos de los Comités, para asegurar su despacho.

Se encuentra presente en la tribuna de honor una delegación de parlamentarios de la República de Sri Lanca, presidida por el Diputado señor Upali Gunaratne, a quien expresamos nuestro afectuoso saludo.

 

-Aplausos.

 

-o-

 

ARCHIVO DE PROYECTOS.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para acceder a las siguientes peticiones:

De la Comisión de Hacienda, para remitir al archivo el proyecto que establece normas tendientes a desarrollar y fortalecer el deporte amateur e incentivar la participación del sector privado, por cuanto dicha iniciativa no sería patrocinada por el Ejecutivo.

De la Comisión de Gobierno Interior, para archivar el proyecto iniciado en moción que cambia el nombre del aeropuerto de La Serena por el de "Gabriela Mistral", por cuanto fue rechazado un proyecto similar.

¿Habría acuerdo?

 

El señor ORPIS.- No.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 35 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Por no haberse alcanzado el quórum, se repetirá la votación.

 

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 1 abstención.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- No hay quórum.

Se llamará a los señores diputados por cinco minutos.

 

-Transcurrido el tiempo reglamentario:

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor José García.

 

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, su Señoría ha sometido a nuestra consideración las solicitudes de las Comisiones de Hacienda y de Gobierno Interior 
-que figuran en los números 9 y 11, respectivamente, de la Cuenta-, en el sentido de enviar al archivo los proyectos, uno, que establece normas tendientes a desarrollar y fortalecer el deporte amateur y, otro, que propone el cambio de nombre del aeropuerto de La Serena.

Sobre esta materia pido dividir la votación.

Estoy de acuerdo con el archivo del segundo proyecto, por cuanto uno similar ya fue rechazado. Sin embargo, soy partidario de que se insista ante el Ejecutivo, mediante un oficio en nombre de la Corporación, para que se incorporen las donaciones que el sector privado hace al deporte amateur como gasto necesario para producir la renta.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Su Señoría está en el derecho de solicitar la división de la votación.

 

El señor GARCÍA (don José).- Gracias, señor Presidente.

 

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en ocasiones anteriores, en estos casos, se ha solicitado un breve informe acerca de los fundamentos de la petición respectiva.

En el caso del incentivo al deporte amateur, solicito que el Presidente de la Comisión de Hacienda señale las razones por los cuales se rechazó el proyecto, aun cuando se ha dicho que no lo patrocinó el Ejecutivo.

Según esa información, podría concordar con el Diputado señor José García y votar en contra de la petición de archivo. Sin embargo, si la materia fuera incluida por el Ejecutivo, en otro proyecto de ley, accedería a ella.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señores diputados, quedan pocas sesiones para el término de la legislatura ordinaria y la idea de los Comités y de la Mesa es que se destinen al tratamiento de proyectos, para despachar, sobre todo, los de origen en mociones parlamentarias. En consecuencia, solicito que aceleremos el despacho de estas cosas que son relativamente simples.

Se ha pedido que el Presidente de la Comisión de Hacienda informe la razón por la cual se pide el archivo del proyecto que establece normas tendientes a desarrollar y fortalecer el deporte amateur. La petición indica que se acordó por la unanimidad de sus miembros, ya que la mencionada iniciativa legal no sería patrocinada por el Ejecutivo, debido a que los mecanismos de fomento que indica deben abordarse en el marco del proyecto sobre el deporte que se encuentra en el Senado, en primer trámite constitucional.

Tiene la palabra el Diputado señor Montes.

 

El señor MONTES.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda, en dos oportunidades, por la unanimidad de sus miembros, solicitó al Ejecutivo que patrocinara esta iniciativa. En ambas ocasiones, el Gobierno dijo que no está dispuesto a hacerlo y que quiere verla en el marco de otro proyecto.

La Comisión estimó que eso no es lo más pertinente. Sin embargo, se atuvo a la realidad y acordó enviar la moción a la Comisión de Educación del Senado, para que la incorporara dentro de la normativa del deporte.

Se solicita enviar el proyecto al archivo porque no tiene sentido seguir su tramitación.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Pizarro.

 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, efectivamente, en el Senado se discute el proyecto de ley del deporte, cuyos mecanismos de financiamiento son casi los mismos planteados en la moción parlamentaria, que compartimos muchos de los presentes. Por eso, no tiene sentido discutirla de manera parcial.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación la solicitud de la Comisión de Hacienda.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 1 abstención.

 

Aprobada.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Allende (doña Isabel), Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), 
Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, 
Fuentealba, Gajardo, González, Hernández, Huenchumilla, Jara, León, Letelier (don Juan Pablo), Martínez (don Gutenberg), Montes, Naranjo, Navarro, Pérez (don 
Aníbal), Pizarro, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta), Salas, Seguel, Silva, Tohá, Tuma, Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Viera-Gallo, Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Caminondo, Cardemil, Coloma, Cornejo, Correa, Ferrada, García (don José), 
Gutiérrez, Karelovic, Kuschel, Longton, Moreira, Munizaga, Ojeda, Orpis, Pérez (don Víctor), Prokuriça, Ulloa, Vargas y Vilches.

 

-Se abstuvo el Diputado señor Pérez (don Ramón).

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación la petición de la Comisión de Gobierno Interior para archivar el proyecto que cambia el nombre del aeropuerto de La Serena.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 4 votos. No hubo abstenciones.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobada.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Allende (doña Isabel), Aylwin (don Andrés), Cardemil, Coloma, Cornejo, Correa, Dupré, Elgueta, Encina, Ferrada, Fuentealba, Gajardo, García (don José), Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jara, Karelovic, Kuschel, León, Longton, Martínez (don Gutenberg), Montes, Moreira, Munizaga, Navarro, Ojeda, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Pizarro, Prokuriça, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta), Salas, Seguel, Silva, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Vargas, Viera-Gallo, Vilches, Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

González, Letelier (don Juan Pablo) 
Naranjo y Orpis.

 

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN INVESTIGADORA PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de los señores diputados a fin de autorizar a la Comisión investigadora de la situación que afecta al Serviu de la Octava Región para sesionar en forma simultánea con la Sala, entre las 18.30 y las 20.30 horas de hoy.

Acordado.

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

 

El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del Diputado señor 
Martínez, adoptaron los siguientes acuerdos:

1º No celebrar sesión ordinaria el jueves 4 del presente, dado que se llevará a efecto el Seminario y Encuentro Iberoamericano "Modernización y Reforma Parlamentaria".

2º Celebrar sesión especial el próximo lunes 8, a partir de las 16 horas, en sustitución de la del día 10.

3º Iniciar la sesión ordinaria del martes 9 a las 10.30.

4º La semana distrital de septiembre será entre el 17 y el 27 del presente mes, a fin de adecuarla con la del honorable Senado.

5º Otorgar 10 minutos a los señores diputados informantes de los proyectos que figuran en el Orden del Día de la presente sesión, y 20, para el debate de cada uno de ellos.

6º Las votaciones de todos los proyectos de la Tabla, sea que figuren en Fácil Despacho o en el Orden del Día, se llevarán a efecto entre las 13 y las 13.15 horas.

7º Considerar con tratamiento de Fácil Despacho los tres primeros proyectos que figuran en la sesión especial de la tarde.

8º Para los restantes proyectos que figuran en esa sesión, los señores diputados informantes dispondrán de 10 minutos y el debate se prolongará hasta por 20 minutos, prorrogando la sesión.

Las votaciones se efectuarán entre las 20.30 y las 21 horas.

9º Iniciar, en la sesión ordinaria de mañana, la discusión del proyecto que establece una nueva ley de matrimonio civil y continuarla el lunes 8, hasta su total despacho.

10 Rendir homenaje en memoria de don Benjamín Teplizki, inmediatamente después de la Cuenta de la sesión del lunes 8.

11 Rendir homenaje en memoria de don Clodomiro Almeyda, inmediatamente después de la Cuenta de la sesión ordinaria del martes 9.

En ambos casos, usarán de la palabra dos señores diputados hasta por 15 minutos cada uno.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Orpis.

 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, hay proyectos relativamente complejos y se está limitando su informe a sólo 10 minutos.

Me parece que la economía de tiempo es importante, pero no debemos llevarla al límite.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Si le parece, señor diputado, en el momento en que surjan esos proyectos importantes podrían hacerse las modificaciones del caso.

 

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA DE TRASPASO DE ACCIONES DE ENERSIS.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Propongo integrar la Comisión investigadora del cumplimiento de las normas en el traspaso de acciones del grupo controlador de Enersis con los Diputados señores Andrés Palma, Jorge Pizarro, Juan Carlos Latorre, Sergio Elgueta, Waldo 
Prokuriça, Harry Jürgensen, Alberto Espina, Alberto Cardemil, Juan Antonio Coloma, Víctor Pérez, señora Romy Rebolledo, Jorge Schaulsohn y Camilo Escalona.

Acordado.

RESPUESTA A ALUSIONES PERSONALES. Aplicación del artículo 34 del Reglamento.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- De conformidad con el Reglamento, tiene la palabra, por cinco minutos, el Diputado señor Moreira.

 

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, no es mi ánimo recordar incidentes que constituyeron anécdotas del mundo político. Sin embargo, me veo en la obligación de hacerlo debido a las profusas declaraciones de algunos diputados del Partido Socialista encabezados por el señor Navarro, en atención a la inédita resolución de la Corte de Apelaciones de Valparaíso de iniciar la investigación sobre el presunto delito de desacato en contra de un señor parlamentario presente en la Sala.

Molesta la forma de expresarse, las reflexiones y los juicios al sostener, en forma pública, que el hecho no puede quedar impune. ¿Con qué autoridad moral hablan de impunidad, cuando jamás los hemos escuchado decir algo de la gran corrupción de las empresas del Estado desatada en los últimos tiempos?

Es decir, la Concertación y la Corte 
Suprema se han unido en algo que merece la mayor preocupación. Los señores ministros de las cortes de apelaciones son dueños de determinar lo que estimen procedente en cualquier situación judicial. Sin embargo, tengo el derecho a replicar y a decirles a dichos parlamentarios que tal como algunos diputados hemos sufrido detenciones ilegales por parte de Carabineros, también podemos ser sujetos de desacatos.

Las discusiones entre parlamentarios, obviamente, son entre pares; pero, así, el día de mañana, por ejemplo, en un incidente habido en la Cámara, cualquier particular podría entablar una querella contra cualquiera de nosotros si se siente afectado.

Es importante señalar que el artículo 265 del Código Penal, sobre el delito de desacato, dispone la reclusión menor en su grado máximo, esto es, pena aflictiva, que fluctúa entre tres años y un día y cinco años. Esto sería por discutir en la Cámara de Diputados.

Esto fue y será siempre un incidente del alma, donde yo defendí cuestiones de principios y de valores. Y lo más importante, frente a una situación que se hacía insoportable ante un ataque sostenido y perverso contra las Fuerzas Armadas, el General 
Pinochet y su Gobierno, que usó todos los mecanismos necesarios a fin de lograr la mayor armonía entre militares y civiles. Pero, el señor diputado, aquí presente, lo único que ha logrado es odiosidad.

Por último, deseo señalar a la Sala que me defenderé hasta las últimas consecuencias de este prejuzgamiento frente a una situación que no tiene explicación.

Por último, quiero expresar que voy a obtener la primera mayoría en las próximas elecciones, y la Concertación no me sacará por secretaría; pero, si me desafueran, será una condecoración por defender a las Fuerzas Armadas y al General Pinochet.

He dicho. 

 

-Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

 

VI. FÁCIL DESPACHO

 

ACUERDO DE SEDE ENTRE CHILE Y LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS IBEROAMERICANOS PARA LA EDUCACIÓN, LA CIENCIA Y LA CULTURA. Primer trámite constitucional.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En Fácil Despacho, corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional, del proyecto de acuerdo aprobatorio del "Acuerdo de sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura."

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, es el señor Dupré.

 

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 1225-10, sesión 6ª, en 8 de junio de 1994. Documentos de la Cuenta Nº 5.

-Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Educación y de Hacienda, sesión 23ª, en 22 de julio de 1997. 
Documentos de la Cuenta Nºs. 9, 10 y 11, respectivamente.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Dupré, por diez minutos.

 

El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, me corresponde entregar el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional denominado "Acuerdo de sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura."

La Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura, OEI, es una organización internacional de cooperación intergubernamental en los campos de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura en el contexto del desarrollo integral.

Chile participa en ella desde 1969, junto con otros 22 países de América, África y Europa, entre los cuales cabe mencionar a Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, Ecuador, El Salvador, España, Guatemala, Guinea Ecuatorial, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Portugal, Puerto Rico, Uruguay y Venezuela.

Sus actuales estatutos fueron aprobados por la honorable Cámara durante el Período Legislativo 1990-1994 y promulgados por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 1.520, de 1993, publicado en el Diario Oficial del 1º de marzo de 1994.

La sede central de la OEI ha sido establecida en Madrid, España, sin perjuicio de que sus distintos órganos puedan ser instalados en cualquiera de los países iberoamericanos que le garanticen la libertad de acción tanto para el cumplimiento de sus fines como para la salvaguardia de su condición de organización internacional y el apoyo oficial o privado necesario para su sostenimiento.

El objetivo fundamental del Acuerdo de sede es formalizar la presencia de una oficina técnica de programas de la OEI en Chile, encargada de la representación ante nuestro Gobierno y del enlace con otras entidades de cooperación internacional y regional con sede en nuestro país y, además, ser la responsable de la promoción, coordinación y ejecución de algunos proyectos de la OEI para América Latina.

La instalación de una oficina de dicha Organización en Santiago demandará un aporte anual de 25 mil dólares, además de las prerrogativas, privilegios e inmunidades convenidas en el tratado en informe.

El Acuerdo consta de 37 artículos, en los cuales se regula, principalmente, el régimen jurídico de la sede de la OEI en Chile y el tratamiento que el Gobierno otorgará a su personal.

En lo que se refiere al régimen jurídico de la sede de la Organización en Chile, nuestro Gobierno acepta la instalación en Santiago de una oficina técnica de programas de la OEI y le reconoce personalidad jurídica o capacidad legal para cumplir sus fines.

Se establece que la sede de esta oficina técnica estará bajo la autoridad y responsabilidad de la Organización y le serán aplicables los reglamentos sanitarios y otras disposiciones legales nacionales pertinentes. Además, la sede y los archivos de la oficina serán inviolables, de manera que las autoridades nacionales competentes no podrán ingresar a ella en el ejercicio de sus funciones sin el consentimiento del director, a menos que se trate de algún siniestro o incendio que ponga en peligro la seguridad pública, casos en los cuales se presumirá dicho consentimiento.

Para evitar el uso abusivo de tal inviolabilidad, la Organización se compromete a no permitir que su sede sea utilizada como refugio de quienes intenten eludir la acción de la justicia o de quienes sean requeridos por el Gobierno o reclamados para su extradición y entrega a otro Estado y, además, se obliga a usarla en forma compatible con sus fines y funciones.

Por otra parte, la sede de la oficina técnica y sus bienes gozarán de inmunidad de jurisdicción y de ejecución en el territorio nacional, excepto cuando la Organización renuncie expresamente a ella. Tampoco gozará de inmunidad en los casos de infracciones de tránsito o de acciones civiles por daños a terceros, lesiones o muerte causados por un vehículo, nave o aeronave perteneciente o utilizado en nombre de la OEI y en caso de actividades comerciales de ésta.

Como una derivación de dichas inmunidades, sus bienes estarán exentos de registro, requisa, confiscación y embargo. Podrán, sin embargo, ser expropiados por causa de utilidad pública o de interés nacional calificados por ley, lo que armoniza con las normas constitucionales aplicables en el país (artículo 10 del Acuerdo, en relación con el inciso tercero del Nº 24 del artículo 19 de la Constitución Política).

En el ámbito de la legislación tributaria y aduanera, la Oficina gozará de ciertas liberaciones, de las cuales mencionaré las más importantes:

l) Exención de impuestos y gravámenes, excepto los que constituyan remuneración por servicios públicos o los que deba satisfacer la persona que contrate con el Organismo.

2) Exención de toda clase de derechos de aduana, impuestos y gravámenes respecto de la importación y exportación de artículos, publicaciones y bienes destinados al uso oficial de la Organización, los que no podrán ser comercializados sin la autorización del Gobierno.

En cuanto al tratamiento convenido en favor del personal de la Oficina de la OEI en Santiago, es importante referirse a las principales disposiciones del Acuerdo.

El director y el personal extranjero o no residente permanente en el país, cuando deba permanecer en el territorio nacional por un período no inferior a un año, tendrá derecho a importar sus bienes y efectos personales libres de derechos de aduana, impuestos y gravámenes, los que no podrán ser comercializados en el país sin autorización del Gobierno, y exportarlos en las mismas condiciones al término de sus funciones en la Oficina.

En cambio, los chilenos o quienes residan permanentemente en el país, contratados para desempeñarse en la OEI, tendrán derecho a exportar sus bienes y efectos personales al momento de viajar para asumir sus funciones, y a importarlos cuando retornen por jubilación, retiro o finalización de su misión. En ambas situaciones, en las condiciones que permitan la legislación y reglamentación nacional. 

Todo este personal, sin distinción de nacionalidad, gozará de franquicias para la importación de artículos de consumo, en la forma que lo permitan las normas vigentes en el país, y de modo similar al de otros organismos internacionales acreditados en la República (artículo 16 del Convenio).

Además, tanto la Organización como su director y personal gozarán de las facilidades y exenciones monetarias y cambiarias que Chile reconozca a otros organismos internacionales. 

La legislación laboral y de seguridad social será aplicable al personal local chileno y a los extranjeros residentes permanentes en Chile, correspondiendo a la Organización efectuar los aportes previsionales de dicho personal. Esta disposición se traduce en la obligación de enterar en las administradoras de fondos de pensiones las cotizaciones previsionales que deduzca de las remuneraciones de su personal.

Esta materia incide en el ejercicio del derecho a la seguridad social de los trabajadores de la Organización, de manera que conforme al inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política, deberá ser decidida con quórum calificado.

Por otra parte, el director, los miembros del personal y los expertos de la OEI gozarán de inmunidad de jurisdicción, aun después de haber concluido su misión, respecto de actos, incluidos sus palabras y escritos, ejecutados en el ejercicio de sus funciones oficiales y dentro de los límites de sus obligaciones. También se reconoce a este personal la inviolabilidad de documentos y escritos oficiales relacionados con el desempeño de sus funciones, y se le exime del impuesto a la renta sobre sueldos y emolumentos percibidos de la Organización.

La exención del impuesto a la renta no distingue entre funcionario extranjero y de nacionalidad chilena, lo que llevó a la Comisión a formular al Ministerio de Relaciones Exteriores reparos sobre su constitucionalidad, pues se estimó que atentaría en contra de los principios que rigen en materia tributaria, tales como la igual repartición de los tributos y la igualdad ante la ley, el que chilenos, trabajadores de la Organización, puedan ser liberados de dicho impuesto como consecuencia de la aplicación de la referida norma internacional.

El Presidente de la República formuló una indicación sustitutiva del artículo único el proyecto, que salvó la observación de constitucionalidad, puesto que a través de notas entre los Gobiernos de Chile y la Organización se agregó una norma que permitirá que la exención del impuesto a la renta no se aplique a quienes posean la nacionalidad chilena o sean extranjeros residentes en Chile.

Lo importante en esta materia es que los privilegios e inmunidades que se otorgan a la oficina técnica de la OEI en Santiago, no se entregan para beneficio personal de sus funcionarios, sino para salvaguardar el ejercicio independiente de sus tareas. Por ello, la Organización tendrá el derecho y la obligación de renunciar a las inmunidades cuando ellas puedan impedir el curso de la justicia.

Más aún, frente a casos de abusos en el goce de los privilegios e inmunidades, el Gobierno realizará consultas con la OEI, las que, en situaciones de gravedad, podrían dar lugar a un requerimiento para que el causante abandone el territorio nacional (artículo 26 del Acuerdo).

Por último, se contemplan normas orientadas al ordenamiento administrativo de la oficina en Santiago, y las propias de todo tratado, en las que, en lo esencial, se dispone que este instrumento tendrá una duración ilimitada a partir de la fecha en que el Gobierno comunique a la OEI que lo ha aprobado conforme con los procedimientos constitucionales correspondientes.

Cabe hacer presente que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó por unanimidad el Convenio.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado informante de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, señor 
Gutiérrez.

 

El señor GUTIÉRREZ.- Señor Presidente, hemos seguido con atención el completo informe entregado por el diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores.

El proyecto despachado por esa Comisión fue estudiado y aprobado por la Comisión de Educación.

Es necesario destacar que, a partir de 1994, la presidencia de este organismo es ejercida por Chile. Durante este período, el Ministerio de Educación ha hecho aportes de recursos financieros y apoyo técnico, habiéndose comprometido a respaldar en el presente año los programas sobre "La enseñanza en valores para un mundo en transformación" e "Interculturalismo, desarrollo y educación".

Además, cabe señalar el patrocinio, en 1995, de la Décima Olimpiada Iberoamericana en Matemáticas, efectuada en nuestro país, y la participación en la próxima Cumbre Presidencial, también a realizarse en Chile, cuyo temario será "Gobernabilidad y educación".

En resumen, la idea central del proyecto consiste en recabar la aprobación legislativa del "Acuerdo sobre sede entre el Gobierno de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la educación, la ciencia y la cultura". Dicha idea, de conformidad con lo establecido en el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política, implica la aprobación de un tratado internacional que, como tal, debe someterse a los trámites propios de una ley.

Debo destacar que la única objeción señalada durante el estudio del Acuerdo fue manifestada por el Diputado señor Ulloa, quien lamentó la tendencia centralista que envuelve la ejecución del tratado, toda vez que resulta común que las sedes se concentren en una sola ciudad del país, la capital, cuestión que no parece buena y que atenta contra el desarrollo armónico de Chile.

No obstante lo anterior, la Comisión se mostró conforme con los términos del acuerdo internacional y, una vez analizados, se manifestó a favor del proyecto aprobatorio propuesto por la Comisión de Relaciones Exteriores, y lo aprobó por tres votos a favor, tres abstenciones y ninguno en contra.

Por las razones señaladas, la Comisión recomienda aprobar el proyecto de acuerdo dado a conocer por el Diputado señor 
Dupré.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

Queda pendiente la votación hasta las 13 horas.

 

-Posteriormente, la Sala procedió a votar el proyecto en los siguientes términos:

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El proyecto de acuerdo de sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la educación, la ciencia y la cultura es de quórum calificado y requiere de 61 votos para su aprobación.

En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 84 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Allamand, Allende (doña Isabel), Arancibia, Ávila, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Balbontín, Bartolucci, Bombal, Caminondo, Cantero, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Escalona, Fantuzzi, Ferrada, Fuentealba, Gajardo, García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González, 
Gutiérrez, Hamuy, Hernández, Huenchumilla, Hurtado, Karelovic, Kuschel, Latorre, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Longueira, Luksic, 
Makluf, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Melero, Morales, Munizaga, Naranjo, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, 
Palma (don Andrés), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Pizarro, Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Reyes, Ribera, Rodríguez, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Seguel, Silva, 
Solís, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don 
Salvador), Valenzuela, Vargas, Vega, 
Vilches, Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

CONVENIO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE SALUD ENTRE CHILE Y ARGENTINA. Primer trámite constitucional.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de acuerdo relativo al Convenio de cooperación en materia de salud entre los gobiernos de la República de Chile y de la República 
Argentina.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, es el señor Salvador Urrutia.

 

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2051-10, sesión 16ª, en 8 de julio de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 27ª, en 5 de agosto de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 23.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, en mi calidad de integrante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar sobre el proyecto de acuerdo relativo al tratado denominado "Convenio de Cooperación en materia de salud entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la 
República Argentina", suscrito en Buenos 
Aires el 26 de abril del año pasado.

El Presidente de la República ha señalado que este convenio se inscribe en el marco de la política de nuestro Gobierno para fomentar la cooperación internacional en todas las áreas en que los países puedan prestarse mutua cooperación, como una forma eficaz de obtener mejor entendimiento y conocimiento entre sus pueblos y permitirles alcanzar los más altos niveles de vida posibles.

Una de las formas más importantes y efectivas de la cooperación internacional se inscribe en el ámbito de la salud, que asegura mejores resultados cuando se realiza entre países vecinos, por cuanto se llevan a cabo con mayor facilidad proyectos, planes y programas de los distintos temas relacionados con la salud y el medio ambiente.

Por otra parte, los Presidentes de Chile y Argentina expresaron que este convenio significa llevar a la práctica la declaración conjunta efectuada en agosto de 1990, y también cumplir con las recomendaciones de los Ministros de Salud del cono sur que aconsejan actualizar los convenios bilaterales existentes para la solución conjunta de los problemas comunes.

En este contexto, se celebra el convenio que paso a reseñar, cuyo objetivo preciso es impulsar la cooperación bilateral en materia de promoción, protección y recuperación de la salud, del intercambio de tecnología médica, del intercambio de conocimientos acerca de alimentos y medicamentos, de capacitación de recursos humanos y de cooperación técnica en materias de salud de las poblaciones fronterizas.

Para el logro de estos objetivos se ha acordado lo siguiente:

-Elaborar programas conjuntos relativos al perfeccionamiento de la vigilancia epidemiológica y a la prevención de enfermedades infecto-contagiosas, como hidatidosis, chagras, cólera, meningitis, sida, entre otras, y todas aquellas que pueden prevenirse mediante vacunación.

-Desarrollar una red de información técnica para difundir los conocimientos sobre eficiencia de los equipos médicos y eficacia de los medicamentos, control de alimentos, incluyendo las tecnologías utilizadas y los métodos de selección de los mismos, así como su seguridad y costos.

-Elaborar programas conjuntos destinados a incrementar el intercambio de experiencias, mediante visitas de cooperación técnica y de becas, entre establecimientos que constituyan centros docentes y de perfeccionamiento de personal en el campo de la salud.

-Intercambiar datos relacionados con el perfil epidemiológico, sociológico y demográfico de los usuarios de drogas, así como sobre el Sida y otras enfermedades de transmisión sexual.

-Implementar programas de prevención de catástrofes, tanto naturales como causadas por el hombre, especialmente en las zonas de mayor riesgo y vulnerabilidad, mediante acciones de capacitación, apoyo mutuo e intercambio de experiencias.

-Intercambiar información relacionada con las medidas sanitarias que se adopten en las fronteras comunes y en los sitios de tránsito o tráfico, tendientes a evitar la introducción o propagación de enfermedades susceptibles de transmitirse al hombre, tema que adquiere cada vez más relevancia, dada la gran integración física que se está produciendo entre ambas naciones.

-Formular programas específicos de trabajo, nacionales o binacionales, que tengan por objeto dar prioridad a la cooperación técnica en las regiones de fronteras, lo que también está inscrito dentro de este gran tema de la integración física entre Chile y Argentina.

-Negociar, en el marco de una comisión mixta, que integrarán representantes de los Ministerios de Salud de ambos países, una regulación común y equitativa en materia de asistencia médica que brinden los hospitales públicos en casos de urgencia o emergencia que afecten a nacionales de una parte que se encuentren en territorio de la otra sin ser residentes permanentes en el mismo y no dispongan de medios económicos suficientes para sufragar los gastos derivados de la atención médica otorgada.

Se estipula que este convenio tendrá vigencia de cinco años, a partir de su aprobación, y será renovable automáticamente por períodos sucesivos de igual duración, salvo que una parte lo denuncie con anticipación no menor de seis meses, caso en el cual las acciones programadas que se encuentren en curso no se suspenderán ni se interrumpirán por la expiración de este plazo.

Lo expresado anteriormente nos indica que este convenio es un tratado marco, que contempla declaraciones programáticas de cooperación bilateral en el ámbito de la salud, para cuya concreción los gobiernos deberán aprobar proyectos específicos, mediante acuerdos complementarios a ser celebrados durante su vigencia, los que requerirán aprobación parlamentaria si sus disposiciones inciden en materia de ley. 

Por último, dejo constancia de que este acuerdo fue aprobado en forma unánime en nuestra Comisión, por lo cual recomendamos a la Sala aprobarlo de la misma manera. 

He dicho. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Claudio Alvarado. 

El señor ALVARADO.- Señor Presidente, como parlamentario de la zona sur austral, específicamente de la provincia de Palena, zona limítrofe con Argentina, quiero manifestar mi apoyo a este convenio internacional que regula materias de salud, puesto que en localidades tan extremas como Futaleufú y Alto Palena, las condiciones adversas del clima y el aislamiento a veces hace muy difícil evacuar enfermos hacia la zona central del país o, incluso, hacia Puerto Montt, la capital regional, por lo que es frecuente la derivación de pacientes hacia el país vecino, Argentina, específicamente a la localidad de Esquel, traslados que se hacen sin ningún marco de regulación. 

Hoy se nos brinda la posibilidad de que chilenos que residen en zonas aisladas, en sectores limítrofes, que hacen soberanía por décadas, tengan esta opción de atención de salud en casos de emergencia. 

Por eso, quiero reiterar mi apoyo y manifestar el voto favorable a esta iniciativa. 

He dicho. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra. 

Cerrado el debate. 

Queda pendiente la votación.

 

-Posteriormente, la Sala votó este proyecto en los siguientes términos:

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde pronunciarse respecto del proyecto de acuerdo relativo al Convenio de cooperación en materia de salud entre los Gobiernos de la República de Chile y de la República Argentina.

¿Habría acuerdo para aprobarlo por unanimidad?

Aprobado.

 

 

CONCESIÓN DE NACIONALIDAD, POR GRACIA, A LA RELIGIOSA BELGA ELISE CLEMENTINE MOTTART BREBAN. Primer trámite constitucional. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley iniciado en moción, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a la religiosa belga Elise Clementine Mottart 
Breban. 

Diputado informante de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es el señor Rosauro Martínez. 

 

Antecedentes: 

-Moción, boletín 1900-17, sesión 21ª, en 31 de julio de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 5.

-Informe de la Comisión de Derechos Humanos, sesión 35ª, en 10 de septiembre de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 18.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Rosauro Martínez por diez minutos. 

 

El señor MARTÍNEZ (don Rosauro).- Señor Presidente, tengo el alto honor de dar a conocer el informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, respecto del proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena a la religiosa belga Elise Clementine Mottart Breban. 

Como consta a esta honorable Corporación, el otorgar la nacionalidad por gracia es una condición presente en nuestro ordenamiento jurídico a partir de la Constitución de 1925, y como tal se constituye en el más importante honor que Chile puede conceder a un extranjero. 

De la norma contenida en el texto constitucional vigente se infiere que este beneficio está establecido para distinguir a extranjeros ilustres, a grandes servidores de nuestro país. El artículo 60 de nuestra Carta Fundamental, en su número 5), señala que sólo son materia de ley: "Las que regulen honores públicos a los grandes servidores." 

En consecuencia, y al tenor de lo precitado, la norma constitucional no precisa la naturaleza ni la importancia de los servicios que presten a la nación para hacerse acreedor a este beneficio, ni si los referidos servicios se han entregado a la humanidad o al país. Por lo tanto, es responsabilidad del legislador calificar los antecedentes. 

Hecha esta salvedad, es oportuno señalar que la Comisión procedió a examinar los antecedentes que justifican el otorgamiento de la especial gracia de la nacionalidad chilena a la religiosa. En ellos se señala que Elise Clementine Mottart Breban nació en Hern Saint Hubert, Limburg, Bélgica, el 30 de marzo de 1925, en el hogar del matrimonio formado por don Víctor Mottart y doña Vint Breban. 

El 7 de agosto de 1944, a la edad de 19 años, obedeciendo el llamado del su vocación, ingresa a la congregación de los Sagrados Corazones de Jesús y de María, en la ciudad de Tongeren, Bélgica. 

Diez años más tarde, en agosto de 1954, llega a Chile integrándose a los trabajos docentes del Colegio de los Sagrados Corazones, de Ñuñoa.

Desde esas fechas, han transcurrido 53 años de vida religiosa y 43 de generosa y abnegada entrega al servicio de nuestro país.

Tras una década de su llegada a Chile, en febrero de 1964, la orden religiosa a que pertenece la trasladó al establecimiento que las religiosas de los Sagrados Corazones habían adquirido en la localidad de la comuna El Carmen, provincia de Ñuble, Octava Región del Biobío.

A partir de ese momento y por espacio de 33 años, la comuna El Carmen, que me honro en representar en este Parlamento, ha tenido el privilegio de contar con una persona como la madre Elise, quien, desde su llegada, se ha destacado por su fuerte compromiso social, que la ha llevado a promover distintas iniciativas en beneficio de los más pobres y desamparados, en particular de los niños.

Una mirada rápida a su fecunda obra nos presenta acciones como éstas:

Hacia 1966, en misión en el sector precordillerano de la comuna, en el lugar denominado "Los Riscos", tuvo la oportunidad de compartir y conocer la vida campesina. Allí supo de las dificultades para educar a los hijos de la gente que vive en tan apartados sectores y que, a su vez, carecen de medios económicos suficientes. Sería en aquella oscura y helada noche de la montaña carmelina cuando surgió la idea de crear un hogar para albergar niñas y ofrecerles, de esa manera, alternativas educacionales, obra que se realiza con la colaboración del párroco del lugar, Padre Antonio Ortega.

Con el aporte financiero de la S.O.S. de Bélgica y la asistencia del sacerdote español Alejandro García, gestiona la creación de tres casas para menores en la comuna El Carmen, a la que más tarde se agrega el hogar de menores Nuestra Señora de la Paz.

En 1970, gracias al concurso de su hermano Juan Mottart y el apoyo de las familias residentes en la ciudad de Nerem, Bélgica, logra construir una nueva casa para albergar menores.

Más tarde, en 1975, después de un viaje a su país, donde obtiene recursos financieros de su familia y de amigos de la provincia de Limburg, construye un edificio de dos pisos, en el que se habilita una residencia para niñas en situación irregular, una biblioteca y un salón para estudios.

Además, su labor se extiende a la instalación, en un inmueble de la ciudad de Chillán que se arrienda para el efecto, de un hogar para los niños que necesitan continuar estudios en niveles educativos superiores.

Posteriormente, con la asistencia de la enfermera belga Edit Jans, del Diputado de la misma nacionalidad Emiel Mannaerts y del señor Jan Mondelaers, se adquiere, por su iniciativa, una nueva casa para recibir niños, y más tarde, en 1985, se inaugura el hogar San Vicente, para menores del sector.

Paralelamente y hasta 1981, se desempeñó como docente en la Escuela Superior de Hombres Nº 6, actual Liceo Juvenal 
Hernández Jaque, de El Carmen. Del mismo modo, ha participado activamente como guía y orientadora juvenil de la rama de scouts, labor que concretó en la misma comuna, fundando el movimiento de guías y scouts La Montaña.

El cariño que se granjea en la comunidad de la zona, especialmente entre los habitantes de El Carmen, produce la simplificación de su nombre. Empiezan a llamarla cariñosamente "Madre Victoria", nombre que les resulta más familiar y más nuestro. De esta manera, manifiestan su sentir de considerarla como una ciudadana chilena, pues han experimentado entre los suyos el afecto y la solidaridad con que los ha tratado a todos, como si fueran de su propia familia. 

Todos estos sentimientos, difíciles de expresar con palabras para quienes conocemos muy de cerca su labor, motivan el deseo de entregar a la Madre Victoria la especial gracia de la nacionalidad chilena, beneficio consagrado en los artículos 10, número 5, y 60, número 5, de nuestra Carta Fundamental. 

Por las consideraciones expuestas, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía aprobó por unanimidad, en general y en particular, el proyecto de ley en informe.

Termino recordando que el 7 de agosto del año pasado la Madre Victoria celebró medio siglo de vida religiosa, ocasión en la cual las comunidades carmelina y ñublensina le brindaron su público reconocimiento y emocionada gratitud. Nosotros, fieles a nuestra tradición, tenemos la oportunidad de hacerlo en nombre de todo el país.

He dicho.

El señor ROCHA (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

 

El señor OJEDA.- Pido la palabra.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría, por cinco minutos.

 

El señor OJEDA.- Señor Presidente, voy a pronunciarme a favor del proyecto que concede por especial gracia la nacionalidad chilena a la religiosa belga Elise Clementine Mottart Breban. Lo hago interpretando a mi bancada y acogiendo el espíritu manifestado en la Comisión de Derechos Humanos, que analizó la gran obra de esta religiosa, en cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos por esa Comisión, con el objeto de aprobar o rechazar este tipo de iniciativas.

La obra de esta religiosa es bastante amplia, profunda y benéfica.

La Comisión estableció la edad como una condición concreta para conceder la nacionalidad chilena a estas personas que, de una u otra manera, consagran su vida al servicio de los demás, y creemos que los setenta y tantos años de esta religiosa han sido entregados íntegramente al servicio de sus hermanos, sobre todo de los menores. Además, sus servicios han sido desinteresados, gratuitos, benéficos, altruistas y de gran contenido social para las personas favorecidas.

Los años de residencia en el país -43 en el caso de la madre Victoria- justifican un reconocimiento a las personas que se han integrado a nuestra sociedad, entregando servicios que van más allá de lo que normalmente aportan dentro de sus trabajos religiosos.

La obra de esta religiosa, dada a conocer por el diputado informante, es muy importante e interesante, y la concesión de este beneficio se enmarca dentro de dos preceptos constitucionales: el artículo 60, número 5, que establece que son materias de ley "Las que regulen honores públicos a los grandes servidores" -es decir, el reconocimiento de méritos a las personas por destacados servicios a la Patria-, y el artículo 10, número 5, que establece que son chilenos "Los que obtuvieron especial gracia de nacionalización por ley".

Por todas estas consideraciones, creo que corresponde aprobar este proyecto que beneficia a una religiosa que ha entregado toda su vida al servicio de la comunidad.

He dicho.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

 

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Señor diputado, terminó el tiempo de Fácil Despacho.

¿Habría acuerdo de la Sala para concederle la palabra por dos minutos?

Acordado.

Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor SABAG.- Gracias, señor Presidente.

Muy breve; sólo para adherir a la aprobación del proyecto.

Me ha tocado conocer en el terreno la labor de esta madre, que ha sido realmente espectacular en la comuna de El Carmen, provincia de Ñuble, y que también se ha extendido a la ciudad de Chillán. He tenido en suerte participar en muchos actos de esa comuna en reconocimiento de su labor: haber traído recursos del extranjero, fundamentalmente de Bélgica, para llevar a cabo su obra que ha permitido recoger a muchos niños y educar a la población. Por ello, goza de gran cariño y aprecio.

Creo que mediante este reconocimiento del Parlamento sólo estamos haciendo justicia a personas que han venido a prestar servicios muy importantes para toda la comunidad.

Por lo tanto, anuncio con mucho agrado que aprobaremos el proyecto.

He dicho.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Cerrado el debate.

Queda pendiente la votación.

 

-Posteriormente, la Sala votó este proyecto en los siguientes términos:

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en moción, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a la religiosa belga Elise Clementine Mottart Breban.

¿Habría acuerdo para aprobarlo por unanimidad?

Aprobado.

 

 

VII. ORDEN DEL DÍA

 

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 18.168, SOBRE SERVICIOS TELEFÓNICOS. Primer trámite constitucional.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- En el Orden del Día, corresponde discutir en conjunto, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que elimina el cobro de cargo fijo en el servicio de teléfonos y establece obligaciones a las empresas telefónicas, y el que autoriza al usuario de teléfono para optar por los servicios que considere necesarios.

Diputado informante de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo es el señor Tuma.

 

Antecedentes:

-Mociones, boletín Nº 1793-03, sesión 44ª, en 18 de enero de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 4. Boletín Nº 1869-03, sesión 7ª, en 13 de junio de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 3.

-Informe de la Comisión de Economía, sesión 32ª, en 13 de agosto de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 5.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por diez minutos, el diputado informante.

 

El señor TUMA.- Señor Presidente, la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo dio su aprobación al proyecto de ley que modifica el cobro de cargo fijo en el servicio de teléfonos y establece diversas obligaciones a las empresas concesionarias, y al que garantiza a los usuarios de teléfonos el derecho de optar por los servicios que considere necesarios.

La Comisión de Economía decidió tramitar en forma conjunta ambas iniciativas porque caen dentro del mismo ámbito legislativo.

En el estudio de las iniciativas en informe participaron el entonces Subsecretario de Telecomunicaciones, don Gregorio San Martín, y representantes de las principales compañías de telefonía del país.

El proyecto, que elimina los cargos fijos, introduce modificaciones a la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, que regula el sistema de telecomunicaciones y, en particular, el procedimiento aplicable a la fijación de tarifas.

En relación con esta última materia, su artículo 30-K establece que "Los concesionarios de servicio público telefónico cuyas tarifas estén sometidas a fijación en los términos que establece este título sólo podrán efectuar cobros por los costos de instalación y por el suministro al público usuario."

Su inciso segundo dice: "Por costo de instalación se entenderán los gastos de material y de mano de obra asociados a la conexión del servicio a la red pública."

La primera iniciativa, originada en moción de los Diputados señores Maximiano Errázuriz y el que habla, está orientada a precisar el fundamento de las normas contenidas en el artículo 30-K de la Ley 
Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, relativas al cobro que pueden efectuar empresas concesionarias por concepto de costos de instalación en servicios sometidos a fijación de tarifas por parte de la autoridad.

Según explican los autores de la iniciativa, en la normativa no se precisa con claridad el concepto "suministro al público usuario", lo que ha permitido que la autoridad incorpore el cargo fijo, a través de los decretos que fijan tarifas telefónicas.

La iniciativa propone precisar los cobros que puede comprender el concepto de "suministro al público usuario", los que, a juicio de los diputados patrocinantes, se limitan expresamente al valor de cada llamada que efectúe el usuario. De este modo, los cargos fijos se trasladarían al valor de cada llamada y, así, el usuario que utilice más el servicio pagaría un valor mayor.

El criterio utilizado para fijar las tarifas telefónicas es el mismo que se aplicó para modificar las tarifas establecidas en la ley que regula los servicios sanitarios, pues no vemos razón para usar uno distinto en este caso.

Por otra parte, el proyecto obliga a las empresas a que informen por escrito a los postulantes a suscribir un servicio acerca de las prestaciones que puedan contratar, sus condiciones, valores y otras exigencias relativas a su uso.

Con esta disposición se pretende evitar que las empresas, de manera automática e inconsulta, entreguen a los nuevos usuarios todos los servicios, incluyendo algunos opcionales, por los cuales deben pagar un valor adicional.

La segunda iniciativa, también originada en moción del honorable Diputado señor Maximiano Errázuriz, busca reforzar la exigencia a las empresas telefónicas de informar a los usuarios en forma precisa y clara sobre los servicios que pueden contratar.

La Comisión recibió la opinión del Gobierno a través del Subsecretario de Telecomunicaciones, quien explicó en detalle la estructura del sistema tarifario en materia de telecomunicaciones. Señaló que la legislación establece que las empresas concesionarias de servicios públicos, cuyas tarifas estén sometidas a fijación "sólo podrán cobrar al público usuario los costos de instalación y el suministro del servicio."

A juicio de la autoridad, dejar un solo cargo por suministro que presente todos los servicios que presten las compañías telefónicas, obligaría al Estado a planificar la expansión de éstas y exigiría a los concesionarios cumplir planes de expansión. Por ello, expresó su desacuerdo con la iniciativa, en cuanto a la modificación de los cargos, por considerar que sería perjudicial para el desarrollo del servicio telefónico del país.

Respecto de la iniciativa que permite a los usuarios optar a los servicios, indicó que esta materia ya fue regulada en la ley 
N° 19.302.

En relación con la estructura del sistema tarifario, señaló que el actual modelo incentiva las inversiones y la eficiencia del sector privado, al otorgar garantías a los usuarios de que gozarán de los beneficios de los avances tecnológicos.

Por su parte, la Compañía de Telecomunicaciones de Chile S.A. dio a conocer su opinión, a través del presidente del directorio de ese entonces, don Guillermo Garretón.

El representante de la empresa expresó su desacuerdo con ambas mociones, puesto que, a su juicio, se introduciría un cambio profundo en el actual orden público y económico de las telecomunicaciones, al incorporar una modificación que conlleva su rompimiento, afectando con ello la estabilidad tarifaria.

A su juicio, el sistema tarifario se rige por las disposiciones legales vigentes y en él se contempla el cargo fijo como parte integrante de la estructura tarifaria. La vigencia de las tarifas es de cinco años, por lo que no considera apropiado modificar su estructura antes del término de ese período.

Posteriormente, el personero de la CTC dio a conocer de manera pormenorizada la estructura del sistema tarifario, haciendo hincapié en que el cargo fijo debe permitir, básicamente, recuperar los costos fijos, principalmente la inversión realizada para cubrir la demanda de líneas telefónicas previstas.

También expresó que es preferible aplicar el concepto planteado por los ministerios, en cuanto a determinar cargos fijos en las diversas áreas tarifarias, iguales a los costos de desarrollo de líneas externas, más la conexión del abonado, pero agregando adicionalmente un cargo fijo por concepto de gastos administrativos incrementales asociados a la atención del usuario.

Respecto de la iniciativa que permite al usuario optar por los servicios adicionales, indicó que, en la actualidad, los abonados tienen la posibilidad de optar por no utilizar ciertos servicios que en su gran mayoría son prestados por terceros.

De hecho -precisó- el artículo 2° de la ley N° 19.302, que modificó la ley General de Telecomunicaciones, regula la contratación de servicios adicionales. Dicha norma establece que todo servicio adicional al servicio telefónico local deberá ser solicitado expresamente por el usuario.

Por su parte, la Empresa Telefónica del Sur S.A. entregó sus observaciones que coinciden con las expuestas por la CTC.

La Comisión resolvió acoger algunas propuestas formuladas por el Ejecutivo y por los representantes de las empresas, en el sentido de compatibilizar con la legislación vigente las modificaciones contenidas en las iniciativas en informe.

En la Comisión se reiteró el criterio de establecer una proporcionalidad tarifaria según el uso del servicio telefónico y que los abonados, en el cobro del cargo fijo, sólo paguen el valor invertido en la instalación del mismo, ya sea de contado o en mensualidades, pero en un tiempo determinado. De esta manera, el cargo fijo dejaría de ser permanente.

También se precisaron en mejor forma los términos técnicos comprendidos en la definición del cargo fijo. Se acordó introducir una modificación en ese sentido a la ley Nº 18.168.

En la redacción definitiva de la iniciativa se establece la obligación del concesionario de informar por escrito a los suscriptores y a los interesados en líneas telefónicas sobre el valor de los servicios, particularmente de los de conexión entre la red pública y su instalación, como asimismo de su instalación telefónica interior, mantenimiento y cobro del equipo proporcionado por la compañía.

También se establece que en la fijación de las tarifas se deberá considerar el costo de instalación de una red telefónica, el plazo de obsolescencia de la misma y el monto del cargo fijo que deberá pagar el usuario de una línea telefónica de contado o en cuotas.

Se determina que las empresas telefónicas sólo podrán cobrar, como cargo fijo, los valores de operación y mantención asociados al servicio, que incluirán la rentabilidad del concesionario. Será materia reglamentaria la definición de los procedimientos que se emplearán para el cálculo de los valores de operación, mantención y rentabilidad.

A través de una modificación de la ley Nº 19.302 se incorpora la presunción a favor del cliente de que sólo contrata el servicio telefónico local medido cuando expresamente no haya dado su consentimiento para suscribir otros servicios adicionales.

Además, se crea una instancia de reclamo a favor del usuario respecto de los servicios regulados por la ley Nº 19.302, que modificó la Ley General de Telecomunicaciones, al otorgar competencia al juzgado de policía local para conocer las denuncias formuladas por los usuarios respecto de las discrepancias surgidas con la empresa concesionaria. Una vez estampada la denuncia, el cliente quedará facultado para suspender el pago de las llamadas que han originado su reclamo. Este novedoso procedimiento se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.496, sobre derechos de los consumidores.

Por último, se dispone la aplicación de una multa de entre dos y cinco veces por el servicio indebidamente cobrado.

Por razones de tiempo, no daré lectura al texto del proyecto de ley, contenido en el informe.

El inciso quinto, nuevo, que se propone en el artículo 2º, a fin de modificar la competencia de los juzgados de policía local, ha sido calificado como norma de carácter orgánico constitucional y debe ser votado con quórum calificado.

El proyecto no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

Las dos iniciativas en informe fueron aprobadas en general por la unanimidad de la Comisión. De la misma manera fue modificado el texto original de la moción de los señores parlamentarios.

He dicho.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Maximiano Errázuriz.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, quiero iniciar mi intervención agradeciendo, fundamentalmente, a los vecinos de La Pintana y de Puente Alto, quienes, con los planteamientos de sus quejas y las boletas correspondientes, nos hicieron ver el grave problema que significaba para ellos el cargo fijo en los teléfonos -en la comuna de La Pintana, hace tres o cuatro años, había 500 teléfonos; hoy hay más de diez mil-, como asimismo respecto de la energía eléctrica y del agua potable. Los proyectos de ley relativos a estas últimas materias ya se aprobaron. En el caso del agua potable, la rebaja está contenida en la ley de las sanitarias y, en cuanto al consumo de la energía eléctrica, durante el pasado mes de agosto se comenzó a hacer la devolución. Desgraciadamente, eso no ha ocurrido en los sectores rurales, lo cual será motivo de otro debate.

Pero, en lo que se refiere a los teléfonos, hoy es un hecho público y notorio que a cualquier ciudadano que se le ha instalado un teléfono, repentinamente le cobran llamados internacionales que nunca ha hecho y no tiene forma de probar que no los ha efectuado, porque aparecen en el computador de la compañía de teléfonos y sólo cabe pagarlos.

El proyecto de ley apunta a que cuando a una persona se le instale un equipo telefónico, sólo quede habilitado el servicio local medido, a menos que ella, por escrito, pida la habilitación de los servicios de larga distancia, nacional o internacional, y los 700. Así se evitará que en su cuenta aparezcan llamados internacionales, disque amistad, horóscopos u otros.

Ahora bien, en la práctica, la iniciativa invierte el peso de la prueba, porque la empresa telefónica tendrá que probar que la persona ha solicitado por escrito la habilitación de los llamados de larga distancia, nacional o internacional, o los servicios 700, y si no puede probarlo, sencillamente el abonado no responderá por ellos.

Además, el proyecto establece que, una vez publicada la ley en el Diario Oficial, las empresas telefónicas tienen un plazo de 180 días para pedir a sus actuales abonados que se manifiesten sobre los servicios adicionales al local medido que desean. El abonado dispone de 30 días para pronunciarse respecto de los servicios adicionales con que cuenta. Si no lo hace, la compañía lo dejará conectado sólo con el servicio local medido, sin perjuicio de que si con posterioridad ese cliente desea la habilitación del servicio de llamados de larga distancia, pueda pedirlo por escrito; pero no como sucede hoy, en que se le instala la línea, empiezan a aparecer los llamados internacionales y sólo a partir de ese momento, cuando el daño está hecho, solicita a la compañía la suspensión del servicio de larga distancia internacional.

Otro problema que se presenta con frecuencia dice relación con el famoso arriendo de los aparatos telefónicos. Por ejemplo, una persona pide a la empresa que le ponga línea. La empresa le instala un aparato telefónico y le cobra alrededor de 700 ó 750 pesos mensuales por concepto de arriendo de equipo. Pero ese valor está expresado en unidades de fomento, por lo que sube mes a mes, en circunstancias de que ese abonado no sabe, por falta de información, que el aparato telefónico puede adquirirlo en cualquier local comercial para evitar el pago del arriendo mensual. Hay gente que lleva 20 ó 30 años pagando arriendo mensual, cuando por ese valor habría podido comprar 10 ó 15 aparatos telefónicos.

El proyecto también establece la obligación de las empresas de informar al usuario acerca del costo de la línea que llega al poste situado frente a su domicilio y de la conexión desde dicho poste hasta el interior de su casa. Hoy, una persona solicita un teléfono. La compañía le cobra 120 mil pesos. En la práctica, de esa cantidad 60 mil pesos son por la extensión de la línea hasta el poste frente a su casa, y 60 mil pesos por la conexión interior. Pero esa persona no sabe que la conexión interior no necesariamente debe hacerla la compañía de teléfonos, sino cualquiera otra empresa, y que su costo puede bajar a 25 ó 30 mil pesos.

Las empresas telefónicas deberán proporcionar toda esa información a sus abonados, porque hoy quienes más se perjudican son las personas de menores recursos.

Personalmente devolví un teléfono a la compañía -porque había comprado uno en la calle- y demoró tres meses en aceptar y rebajar de mi cuenta el cargo por arriendo del aparato que me instaló cuando pedí la línea. Si eso me ocurrió a mí, que soy abogado y parlamentario, hay que pensar en la situación en que se encuentran los miles o millones de chilenos, muchos de ellos de escasos recursos, que no saben que tienen la posibilidad de comprar un aparato en la calle y no seguir pagando un arriendo mensual, en unidades de fomento, a las empresas telefónicas. Ésa es una de las razones del proyecto de ley.

Ahora, respecto del cargo fijo, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor 
Gregorio San Martín, lo mismo que las empresas telefónicas, ...

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Señor diputado, perdone que lo interrumpa. Mi ánimo no es molestarlo; pero, hay inscritos, hasta el momento, cinco señores diputados y el tiempo máximo para tratar el proyecto es de veinte minutos. En consecuencia, para los efectos de darle oportunidad a todos, le agradeceré sintetizar su exposición.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Termino, señor Presidente.

Respecto del cargo fijo, las empresas sostuvieron que no se puede suprimir, primero, porque la fijación de tarifas se hace cada cinco años. La última fue en 1994 y la próxima corresponderá en 1999. 

Segundo, si sólo se cobrara por los llamados que se efectúan, las empresas no podrían instalarse en sectores populares, debido a que la recuperación de la inversión sería muy lenta.

De manera que, si bien no se puede eliminar el cargo fijo, el procedimiento que establece el proyecto, a nuestro juicio, lo rebajará considerablemente en las tarifas que se fijen en 1999.

En todo caso, el proyecto apunta a favorecer de manera especial a los sectores de escasos recursos.

Por eso, termino reiterando mis agradecimientos a los pobladores de La Pintana y de Puente Alto, así como a los de Pirque y de San José de Maipo, por su aporte en la elaboración del proyecto de ley.

He dicho.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Orpis.

 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal como lo ha señalado el diputado informante y quienes me han antecedido en el uso de la palabra, la Comisión de Economía, desde hace prácticamente un año, ha hecho un esfuerzo para tratar de dar curso a todas las iniciativas o mociones parlamentarias relativas, especialmente, a servicios públicos como el agua potable, el alcantarillado, la electricidad y, en este caso particular, al telefónico.

Los señores diputados pueden advertir en el informe que las mociones originales fueron objeto de modificaciones sustanciales. La Comisión de Economía ha refundido y tratado en conjunto todas aquellas mociones referidas a la misma materia.

En resumen, en el proyecto que nos atañe se abordan tres temas: transparencia e información al cliente; establecimiento de un procedimiento de reclamación del usuario, y modificación de los cargos fijos, que en ningún caso se eliminan. Esto quiero dejarlo meridianamente claro.

Por la limitación del tiempo, y para mayor comprensión de la Sala, me referiré especialmente al tema de los cargos fijos.

Hoy, el cliente paga, por concepto de cargo fijo, la "acometida", es decir, la conexión con la vivienda donde se instala el teléfono y, además, en forma permanente, un cargo fijo mensual por la mantención de la red, que se refiere al costo de instalación o de inversión de la misma.

El proyecto, en primer lugar, mantiene el valor que se fija cada ciertos años respecto de la conexión domiciliaria. Sin embargo, establece una modificación importante en el procedimiento para determinar el cargo fijo de la instalación de la red. Hoy -como señalaba el diputado informante-, se paga en forma permanente en el tiempo. Es decir, el costo de inversión por instalación de la red nunca deja de pagarse, pero en el proyecto queda acotado en el tiempo. O sea, en cada fijación tarifaria debe determinarse el valor de inversión de esa red hasta el domicilio del abonado y el número de años para su reposición. El proyecto da al usuario la posibilidad de pagar en un plazo determinado o de contado, el costo en que incurren las compañías telefónicas.

Otra modificación importante, en cuanto a la estructura tarifaria, se refiere a la mantención de la red, la cual constituye hoy un cargo fijo independiente del número de llamadas que se efectúen. De acuerdo con el proyecto, pasa a ser variable y, por lo tanto, se elimina definitivamente.

Según el proyecto, el valor de la conexión se mantiene como cargo fijo, de acuerdo con la fijación tarifaria, y respecto de la inversión de la red, es decir, de la instalación de la red, se fija un horizonte de tiempo determinado, y el cliente puede pagarla en cuotas mensuales o de contado. La mantención de la red, que hoy es fija e independiente del número de llamadas, pasa a ser variable.

En síntesis, tal como lo señalé al comienzo, se abordan tres materias: transparencia e información al cliente, que me parecen convenientes y razonables; un procedimiento de reclamación del usuario respecto de una serie de llamadas que se cobran y que no han sido realizadas, y una modificación bastante importante al cargo fijo, pero en ningún caso su eliminación.

He dicho. 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Dupré. 

 

El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, así como lo han expresado los colegas señores Tuma, diputado informante, y Errázuriz y Orpis, para quienes trabajamos en la Comisión de Economía la aprobación del proyecto es de suma importancia.

Durante muchos años, en reiteradas oportunidades, parlamentarios de diferentes sectores políticos han hecho presente la necesidad de legislar para evitar abusos de las empresas en el cobro de los gastos fijos poco claros, que aparecen cada mes en las boletas de agua potable y alcantarillado, servicios telefónicos y suministro de electricidad. Por ello, la Comisión de Economía ha trabajado con una cantidad enorme de mociones parlamentarias.

En definitiva, como lo dijo el Diputado señor Tuma, la Comisión incorporó todas las materias relativas a los costos fijos, transparencia en la emisión de boletas y especificación de los cargos de agua potable en el proyecto de los servicios sanitarios, que está pronto a ser despachado por la comisión mixta; y está terminando el estudio del problema de la electricidad, cuyos resultados serán muy similares a lo que trata en materia telefónica. 

Muchas de las inquietudes de los usuarios serán resueltas con el proyecto, porque las empresas telefónicas deberán indicarles los servicios que ofrecen y su costo. Se estable la presunción en favor del cliente. Si hay una respuesta suya, la empresa podrá establecer servicios adicionales; si no se pronuncia, ella sólo podrá entregar el servicio local medido y estará impedida de agregar cualquier otro cargo en la boleta.

Además, la empresa deberá dar a conocer a los clientes el valor de la conexión entre la red pública y la instalación interior y su mantenimiento -opcionales- y el del equipo proporcionado por la compañía en caso de arriendo, sólo si se lo solicitan. Como dijo el Diputado señor Errázuriz, los usuarios deberán ser informados y podrán optar por la compra del aparato telefónico. Desaparecerán los 500 ó 600 pesos que han debido pagar mensualmente por muchos años, con lo cual, en definitiva, habrían adquirido 10 ó 15 teléfonos. 

Queda claro que la fijación de tarifas debe considerar el costo de la instalación, el plazo de obsolescencia de la red y el monto de los cargos por ese concepto.

En definitiva, se trata de establecer nuevos derechos de los consumidores -en este caso, de los servicios telefónicos-, de modo que conozcan en forma anticipada y de manera muy completa los cargos que aparecerán en sus boletas.

Los parlamentarios que participamos en la Comisión de Economía aprobamos con mucha satisfacción el proyecto y esperamos que sea ratificado por la unanimidad de la Cámara.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el Diputado señor Latorre.

 

El señor LATORRE.- Señora Presidenta, la iniciativa, que tomó cuerpo en sucesivas sesiones de la Comisión de Economía, recoge una inquietud de la comunidad. 

Además del esfuerzo de los Diputados señores Tuma y Errázuriz, patrocinadores del proyecto, cabe destacar el de los Diputados señores Orpis y Dupré, miembros de la Comisión. Su concurso permitió dar forma definitiva a una serie de mociones que recogían una inquietud de la ciudadanía frente a servicios básicos de primera necesidad ofrecidos por ciertas empresas que tienen la inevitable característica de ser monopolios naturales, difícilmente regulables en sus tarifas, en los cobros y en la forma en que los proporcionaron. 

Como se ha señalado, la iniciativa permite mayor transparencia, mejora sustancialmente los procedimientos de fijación de tarifas y regula la forma en que los usuarios podrán hacer alguna reclamación que les parezca pertinente.

Sin el ánimo de extender mi intervención, quiero destacar un hecho que me parece fundamental: en los cargos fijos por instalación y mantención de la red y de los aparatos, se innova de una manera que debió haberse hecho con mucha anticipación.

En el costo de instalación, incluso, si así lo solicita el suscriptor, del aparato telefónico o de cualquier otro tipo de anexos, el pago de cuotas implícitas sólo dice relación con un costo real y su eventual reposición al cabo de su vida útil. No ocurrirá, como se ha dicho, que la instalación de la red se transforme en un cargo habitual la que, dado que después de su eventual vida útil no es objeto de una reposición, uno termina pagándola en forma indefinida.

El valor de la inversión, de su vida útil y de su eventual amortización para una supuesta reposición admite cobro por parte de las empresas, pero no corresponde que éste se reitere más allá del tiempo indispensable.

Es muy importante el análisis de ésta -se refiere básicamente a cargos telefónicos- y de otras modificaciones a la legislación vigente, pues tienden a garantizar una defensa adecuada del interés de los usuarios.

En la Comisión se abordaron los cargos fijos en todas las áreas, sin excepción, con el ánimo de conocer qué componentes se transforman en cargos variables y están asociados al consumo de cada uno de los usuarios. Por razones técnicas, no es factible en todos los casos, pero en los que proceda, se van a adoptar iniciativas y criterios para defender el interés del consumidor.

Como mi bancada, adhiero a este proyecto de ley. Reitero que nuestro deber es velar para, a través de este tipo de iniciativas, cautelar la existencia de los servicios básicos y de una tarifa adecuada que esté al alcance de toda la ciudadanía, sin que haya reclamos justificados por cobros que, a veces, no se conocen debidamente en su origen o que pueden ser reiterados más allá de la cuenta.

Señora Presidenta, con su venia, concedo una interrupción al Diputado señor Montes.

 

La señora SAA (Vicepresidente).- Como a su Señoría le resta un minuto, la interrupción sólo debe durar ese tiempo.

 

El señor MONTES.- Señora Presidenta, sólo quiero hacer una pregunta al diputado informante.

Del texto y del articulado del proyecto se desprende que su finalidad fue resolver el problema de los cargos fijos, para que sean en proporción al número efectivo de llamadas; pero, en definitiva, se resuelven otros temas y no ése.

Entonces, quiero consultar al diputado informante por qué se llegó a la conclusión de dejar esto en un reglamento y no claramente establecido en la ley, pues nuevamente será motivo de conflictos con las empresas telefónicas. Lo consulto, porque esa fue la idea que originó la iniciativa, la que ahora queda entregada a un reglamento. 

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor Villouta.

 

El señor VILLOUTA.- Señora Presidenta, en la Comisión de Economía nos correspondió tratar el proyecto en discusión que, como se ha dicho, es la resultante de los permanentes reclamos efectuados por los usuarios, debido a las exorbitantes cantidades y a la frecuencia con que hacen cobros respecto de los cuales la gente no tiene forma de reclamar.

El Diputado señor Montes tiene razón al afirmar que todavía falta mayor dureza para que las empresas entiendan que los usuarios no están desprotegidos, que éstos cuentan con nuestro respaldo y que es necesario que disminuyan las utilidades que en forma creciente siguen generando cada día, sin que los usuarios entiendan que los servicios que reciben justifican dichas alzas.

Por eso, expreso la votación favorable de nuestro Partido al proyecto.

He dicho.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Pido la palabra.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Señor diputado, hay otros diputados inscritos con anterioridad.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señora Presidenta, es sólo una consulta en la misma línea del Diputado señor Montes. 

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Vamos a solicitar una interrupción al Diputado señor Salvador Urrutia, a quien corresponde hacer uso de la palabra.

 

El señor URRUTIA (don Salvador).- Se la concedo con mucho gusto, señora Presidenta.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor René García.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Muchas gracias, señor diputado.

Señora Presidenta, solicito que el Diputado señor Tuma me informe sobre algo que él conoce muy bien. ¿Qué pasa con los cargos fijos encubiertos, como el del alcantarillado? Este cargo es más cuestionable, incluso, que el cargo fijo, porque en una boleta de agua por dos mil pesos, el uso del alcantarillado es prácticamente por la misma cantidad, es decir, de un ciento por ciento.

Como se está hablando de todos los cargos fijos, quiero preguntar si el negocio es el agua servida o la potable.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

 

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señora Presidenta, la moción en debate es un ejemplo de lo que debemos hacer como legisladores. Felicito a los Diputados señores Errázuriz y Tuma por presentar una iniciativa que apunta a defender el interés de los débiles.

Indudablemente la concentración natural que se produce en el mercado de las telecomunicaciones hace que se enfrenten un usuario muy débil, que no está organizado, y una enorme empresa que cuenta con todos los medios técnicos y jurídicos para defender sus intereses.

Las empresas, voluntaria o involuntariamente, por el afán de lucro que persiguen, han ido efectuando cobros absolutamente abusivos en relación con los servicios que prestan. Los usuarios, como se ha dicho, están en absoluta indefensión, pues sus reclamos chocan contra una muralla impenetrable, por carecer de información técnica y de los mecanismos legales para defender su posición. Frente a los cobros absolutamente infundados que aparecen en las cuentas, el usuario se ve en la disyuntiva de pagarlos o de reclamar, lo cual le significa el corte del servicio, cuya reposición muchas de las personas que requieren de los servicios telefónicos en forma permanente no pueden asumir y terminan por pagar y consolidar así un mecanismo arbitrario de cobranza unilateral. 

La moción apunta a corregir el enorme desequilibrio que se produce en este mercado, y mediante mecanismos regulatorios habilita a los usuarios para defender sus derechos con absoluta certeza, haciéndolos valer apoyados en esta ley en tramitación. 

Por lo anterior, votaré a favor la moción, pues aun cuando puede tener algunas imperfecciones, apunta derechamente a crear un mayor imperio del bien común y a equilibrar un mercado muy ineficiente y desequilibrado en cuanto al poder que tienen las partes para defender sus intereses. 

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para prorrogar la votación hasta las 14 horas, a fin de cumplir con el objetivo previsto. 

¿Habría acuerdo? 

Acordado. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Están inscritos para hacer uso de la palabra los Diputados señores Letelier, don Juan Pablo, y Munizaga. Además, se han inscrito los Diputados señores Palma, don Andrés, y Vilches. 

Solicito el acuerdo de la Sala para darles, excepcionalmente, cinco minutos a cada uno. 

¿Habría acuerdo? 

 

El señor TUMA.- Pido la palabra. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Diputado señor Tuma, estamos haciendo un esfuerzo para despachar un proyecto de alto interés suyo y de toda la Corporación. Le pido su colaboración para poder despachar las otras mociones que están en tabla. 

 

El señor TUMA.- Es un punto de 
Reglamento. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría. 

 

El señor TUMA.- Señor Presidente, comparto absolutamente lo planteado por usted en cuanto a extender el tiempo de discusión para que intervengan los diputados recién inscritos. El punto está en que varios señores diputados han formulado consultas al diputado informante, razón por la cual solicito que me considere en la opción de hacer uso de la palabra antes de cerrar el debate. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En estricto rigor, debería declarar cerrado el debate, porque está vencido el tiempo convenido para la tramitación del proyecto. 

Por lo tanto, solicito el acuerdo de la Sala para dar la palabra a los cuatro diputados y al diputado informante también por cinco minutos. 

¿Habría acuerdo? 

Acordado. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier. 

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, el proyecto en discusión es muy importante y el primero de una serie que debatiremos respecto de la estructura de tarifas de las empresas de utilidad pública, es decir, las telefónicas, las de agua potable, las de electricidad. Por ende, su debate fijará un precedente respecto de la forma de abordar los otros temas. 

En atención a lo anterior, quiero hacer dos consultas. Primero, por qué no se elimina el costo fijo. El sentido del proyecto era eliminarlo y que hubiera un pronunciamiento claro al respecto. Algunos dirán que no se puede, pero si se aborda el tema en forma seria, debemos evitar que el costo fijo contenga elementos variables. Ésa es la consulta del Diputado señor Montes, a la cual me sumo, para ver si el texto, tal como se propone, es el más conveniente o si será motivo de conflictos posteriores en la redacción del reglamento por la Subsecretaría. 

Considero que en la redacción del texto hay un tema que no está del todo claro. En otros países, cuando se compra una línea telefónica la instalan en la casa y uno puede tener 1, 2 ó 10 teléfonos. Sin embargo, en el proyecto no queda claro si se cobrará por el hecho de tener más de un teléfono, independientemente de quien haga la instalación o de quien sea el aparato, a pesar de que la línea tiene un costo que no variará por el hecho de existir uno o más teléfonos.

Dado que la redacción de la letra c) del número 2 del artículo 1º es poco clara, propongo que el proyecto vuelva a Comisión, a fin de precisar en mejor forma su texto. De lo contrario, quedará un problema pendiente.

Por último, estimo que hay un gran vacío en el proyecto, que puede subsanarse en este trámite o en otra instancia. Cuando un privado hace una inversión en las compañías de luz y de agua potable y alcantarillado, existe el mecanismo del aporte reembolsable. Sin embargo, las compañías telefónicas no tienen esa obligación. Una persona puede pagar la extensión de una línea telefónica por tres, cuatro o cinco kilómetros, pero ese patrimonio pasa a formar parte de la compañía telefónica, sin que ésta reembolse los gastos en que ha incurrido el privado. Este aspecto no ha sido tratado en forma adecuada y sería conveniente abordarlo en este trámite o en otro o en una iniciativa distinta.

Por eso, quiero consultar al diputado informante cuál fue el debate que hubo en la Comisión sobre el particular.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Eugenio Munizaga.

 

El señor MUNIZAGA.- Señor Presidente, el cobro de cargo fijo por las empresas que entregan diferentes servicios a la comunidad es uno de los problemas que hoy preocupan a los pobladores más modestos. En consecuencia, la moción presentada por los colegas señores Maximiano Errázuriz y Eugenio Tuma es un avance en el sentido correcto, tendiente a cambiar la situación actual, modificar las disposiciones y lograr una mayor transparencia en los cobros, de manera que quienes contraten los servicios sepan exactamente lo que deberán pagar.

Sin embargo, considero que los cargos fijos deben ser eliminados, por cuanto constituyen imprevistos que quedan fuera de los presupuestos familiares.

Por lo tanto, me sumo a la inquietud del Diputado señor Montes, en cuanto a consultar al diputado informante por qué no se consideró esta materia en forma completa. Con todo, espero que en la tramitación posterior del proyecto se logre establecer una fórmula que permita la eliminación de este cargo.

Por lo anterior, anuncio que votaré favorablemente.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra hasta por cinco minutos el Diputado señor Andrés Palma.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, votaré a favor de la idea de legislar. Sin embargo, quiero referirme específicamente al punto iii) de la letra c) del número 2 del artículo 1º propuesto, en el cual se establece que en la fijación de tarifas deberá considerarse "el monto del cargo fijo que deberá pagar el usuario de una línea telefónica y el derecho de éste, para pagar dicho monto ya sea al contado o en cuotas mensuales".

Creo que el monto del cargo fijo es una materia que debe ser incluida en la fijación de tarifas. He presentado indicación para sustituir esto, a fin de que la Comisión lo estudie en la discusión en particular del proyecto. El punto de fondo no es la supresión de los cargos fijos -algunos existen-, sino su identificación precisa y que los usuarios puedan optar entre pagar un cargo fijo o un incremento proporcional a su consumo. Esta alternativa existe en otras áreas que prestan similares servicios. Por ejemplo, algunas administradoras de fondos de pensiones tienen comisiones fijas y otras, comisiones variables, por lo que el usuario, el que se afilia a una de ellas, debe evaluar a cuál le conviene incorporarse.

Lo que se debe introducir a la ley que se quiere modificar mediante esta iniciativa es la opción de que el usuario pueda pagar los cargos fijos como una cuota fija en pesos o cancelarlos en proporción a su consumo. Por lo tanto, las compañías prestadoras de servicios de utilidad pública -y es el propósito de la indicación que he presentado- deben otorgar la opción a sus usuarios de pagar un cargo fijo o uno proporcional a su consumo, y esta opción debe quedar en la letra que he señalado.

Con la venia de la Mesa, le concedo una interrupción al Diputado señor Dupré.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Dupré por dos minutos.

 

El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, me parece muy interesante la propuesta del Diputado señor Andrés Palma. Sin perjuicio de ello, quiero señalar a modo de explicación cuál es la idea del cargo fijo, ya que algunos señores parlamentarios lo han planteado. 

La gracia del proyecto es que dispone que el cargo fijo está acotado, es decir, que sólo se podrán establecer como tales los valores de operación y de mantención que se encuentren asociados al servicio que se proporciona al usuario. Además, obliga a que en estos valores se incluya la rentabilidad del concesionario. 

Como aquí también se ha indicado, en el reglamento se establecerá en forma mucho más específica esta acotación que hace el proyecto. ¿Por qué en el reglamento? Porque, como se sabe, para la fijación de tarifas es necesario un decreto del Ministerio de Economía, que es la culminación de un proceso de estudios para esos efectos. Tal como se establece en el proyecto, en la fijación de tarifas se deben considerar los costos de instalación de una red telefónica, el plazo de obsolescencia de la red y el monto del cargo fijo que deberá pagar el usuario.

Además, la obligación de la empresa con respecto al usuario es llegar con el servicio hasta el poste. Todo lo demás es opcional para el cliente, quien tiene libertad para conectarse desde el poste hacia el interior de su residencia, donde, a su vez, puede establecer los servicios telefónicos que estime adecuados. 

Por lo tanto, esto está mucho más acotado, porque las empresas no pueden hacer cobros que actualmente resultan, en muchos casos, abusivos o no informados respecto del servicio que va desde el poste hacia el interior de la residencia o por la cantidad de aparatos telefónicos que allí se implementan.

Sin perjuicio de esta explicación, me parece muy interesante estudiar la indicación planteada por el Diputado señor Andrés Palma.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Vilches.

 

El señor VILCHES.- Señor Presidente, el tema que nos convoca en esta oportunidad es de la mayor importancia, porque tiene relación con los consumos básicos de la población; pero es muy importante que lo tratemos con seriedad, dado que puede ser muy bien recibido por la comunidad y los usuarios el anuncio de que nosotros estamos estudiando un proyecto de ley para terminar con los cargos fijos, lo que es muy fácil decir, pero raya en la demagogia, porque el otorgamiento de un servicio durante las 24 horas del día requiere de gastos cuyo financiamiento es necesario mantener permanentemente. De lo contrario, ningún usuario podría reclamar que, en este caso, el servicio telefónico, está descompuesto o fuera de funcionamiento, aunque lo use una vez a la semana.

Esto tiene directa relación con que las empresas tienen la obligación, por ley, de mantener los servicios en forma óptima las 24 horas del día.

El Diputado señor Andrés Palma ha anunciado una indicación que apunta en la dirección correcta, porque esto requiere de mayor debate.

Considero que la discusión está pegando al lado y no en el blanco, porque estamos preocupados de terminar con los cargos fijos, los que en la cuenta representan normalmente un porcentaje menor; lo más caro son los servicios adicionales que ofrecen las compañías de teléfonos. Por ejemplo, en el sistema anterior de telefonía existía una cuenta fija que no cobraba el servicio local medido; en la actualidad se cobra este servicio, el que encarece significativamente la cuenta telefónica.

Entonces, antes había libertad para hablar sin límite de tiempo en las llamadas locales, porque se pagaba un valor fijo; hoy ese pago es variable en función del número de minutos que se ocupa el servicio.

Ahí está el problema de los usuarios, porque nadie sabe cómo se miden los llamados locales; nadie puede comprobar el cobro del servicio local medido, lo que lo transforma en una caja negra. Ahí está el problema de las altas tarifas que se están pagando y de los consumos tan elevados en el servicio telefónico.

Por eso quiero que este proyecto vuelva a la Comisión de Economía, porque requiere mayor discusión. Hay que debatir la política tarifaria que, por ley, se fija a estos servicios. Allí es donde está incluido el cargo fijo y su costo, de acuerdo con la normativa vigente. Pero además se autoriza a las compañías de teléfonos cobrar por cada servicio adicional, con lo cual se encarece la cuenta.

Por lo anterior, creo que, más que en los cargos fijos, la discusión debe centrarse en la política tarifaria, que es una ley vigente, la cual debería ser discutida para bajar los precios. De esa forma, los cobros de un servicio de primera necesidad podrían ser transparentes, de manera que todo el mundo los entendiera.

A eso debemos apuntar para legislar.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Tuma.

 

El señor TUMA.- Señor Presidente, el proyecto es una clara señal de la voluntad política de la Cámara para terminar con una situación de inequidad que ocurre en general con las tarifas de los servicios básicos. En particular, hoy día nos referimos a la modificación de las tarifas telefónicas. Ya lo hizo la Cámara en relación con las de alcantarillado y de agua potable. En la Comisión están en estudio la modificación y la revisión del modo en que se están aplicando las tarifas eléctricas.

Seamos claros: para la mayoría de los usuarios de los servicios básicos existen situaciones abusivas, que se expresan en la poca transparencia en la información de los contratos y de los cobros, la desprotección en que se encuentran los consumidores para reclamar sus discrepancias y la inequidad que significan los cargos fijos, sin importar el consumo que efectúen los clientes.

Quizás los parlamentarios que hoy hemos intervenido en el proyecto podemos tener algunas diferencias de matices de cómo mejorar el proyecto, por lo que comparto absolutamente la necesidad de que vuelva a la Comisión, a fin de perfeccionarlo; pero todos, sin ninguna excepción, han intervenido para señalar la necesidad de legislar y de precisar con mayor equidad el sentido que tiene esta política tarifaria.

Nadie discute la legalidad del sistema tarifario telefónico ni tampoco pretendemos expropiar los derechos adquiridos por las compañías en el período de vigencia de las tarifas; pero, ¡por favor!, el mínimo sentido de equidad nos llama a modificar las condiciones abusivas que imperan para los clientes.

Si los cargos fijos constituyen una parte integrante, fundamental e insustituible del sistema tarifario, como aseveran las compañías, puesto que por la vía de este cobro pretenden recuperar la inversión fija, lo justo sería que los clientes supieran cuál es el costo real de la instalación, la operación y la rentabilidad del sistema que han contratado, y tuvieran la oportunidad de cancelarlos en períodos determinados.

Algunos señores diputados han planteado indicaciones que, sin duda, enriquecerán el proyecto. Por lo tanto, aprobaremos cualquiera indicación que tienda a hacerlo más equitativo.

Los representantes de las empresas no pueden sostener que las compañías necesiten cobrar eternamente el valor de una inversión fija, como lo señalaron cuando estuvieron en la Comisión.

En este sentido, sería interesante que las empresas telefónicas explicaran por qué esta imperiosa necesidad de lograr utilidades o recuperar inversión vía el cargo fijo, en circunstancias de que se ha eliminado, por ejemplo, en las ofertas de los servicios de telefonía celular.

Las modificaciones introducidas en el proyecto que hoy debatimos no ponen en riesgo el futuro del sector, pues sólo incorporan mayor transparencia en la información de los contratos, delimitan el ámbito que se refiere al cobro de los cargos fijos, precisan el sistema de pagos e introducen un mecanismo de reclamo ante el juzgado de policía local, incorporando estas acciones al ámbito de competencia de la ley sobre derecho de los consumidores.

Respecto de la consulta que hacía el Diputado señor Montes, establecimos que el reglamento determinaría en definitiva los cargos fijos porque éstos, necesariamente, incluían la rentabilidad del concesionario, razón por la cual no podemos fijar por ley la determinación de dicho cargo fijo. No obstante, creo que, perfeccionando la indicación, podemos precisar de mejor modo qué estará entregado a reglamento.

Por eso, considero extraordinariamente positivo aprobar hoy el proyecto en general, para que en la Comisión podamos revisar en particular cada una de las indicaciones.

Respecto de la consulta del Diputado señor Juan Pablo Letelier, en relación con los aportes reembolsables, quiero señalar que el artículo 30-K de la ley N° 18.168, que regula todo el tema de las comunicaciones, establece un procedimiento para los aportes de financiamientos reembolsables que establece la propia ley. Sin embargo, creo que es pertinente, de acuerdo con la inquietud y observación que plantea el parlamentario, que en la Comisión podamos precisar el modo en que esto se hace en la práctica, pues, en realidad, ninguna empresa está haciendo reembolsos, en términos reales, de las inversiones que hacen los privados.

Por último, he presentado una indicación para ampliar el ámbito de la aplicación del procedimiento de reclamación contemplado en la letra b) del artículo 2° del proyecto, a todos los servicios y relaciones contractuales regulados por la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.

Espero que el proyecto se apruebe en general y podamos perfeccionarlo en la Comisión de Economía.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Cerrado el debate.

Queda pendiente la votación.

 

-Posteriormente, la Sala votó este proyecto en los siguientes términos:

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El proyecto que elimina el cobro de cargos fijos en el servicio de teléfonos requiere de 69 votos para su aprobación.

En votación general.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 83 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general el proyecto.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Aguiló, Alvarado, Allamand, Allende (doña Isabel), Arancibia, Ávila, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), 
Balbontín, Bartolucci, Bombal, Caminondo, Cantero, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Escalona, Ferrada, Fuentealba, Gajardo, Galilea, 
García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González, 
Gutiérrez, Hamuy, Hernández, Huenchumilla, Hurtado, Karelovic, Kuschel, Latorre, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Longueira, Makluf, 
Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Melero, Montes, Morales, 
Munizaga, Naranjo, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés), Pérez (don 
Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Pizarro, Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokuriça, 
Rebolledo (doña Romy), Reyes, Ribera, Rodríguez, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Seguel, Silva, Solís, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Vargas, Vega, Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Se abstuvo el Diputado señor Vilches.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Punto de Reglamento.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, hay que definir bien el título del proyecto que acabamos de aprobar, para no inducir a error a la opinión pública acerca de cuáles son sus efectos. Creo que la Comisión debe corregirlo. Como no se elimina el cargo fijo, es necesaria la mayor claridad sobre qué materia se legisla.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene razón, señor diputado.

Transcribiremos en esos términos la comunicación de la resolución a la Comisión indicada.

 

-El proyecto fue objeto de las siguientes indicaciones:

Al artículo 1°

1. De los señores Andrés Palma y Vilches para sustituir en el número 2 que agrega un párrafo y cuatro incisos al artículo 30-K, en el nuevo inciso cuarto, la letra iii), por la siguiente:

"iii) Monto del cargo fijo que deberá pagar el usuario de una línea telefónica, con la opción para el usuario de pagar dicho monto en proporción al consumo mensual.".

2. De los señores Montes y Orpis para suprimir el inciso quinto del siguiente tenor:

"Un reglamento regulará los procedimientos que se emplearán para determinar el cálculo de los valores de operación, mantención y rentabilidad.".

Al artículo 2°

3. Del señor Tuma para sustituir en el inciso quinto que se propone, la frase inicial "El abonado que se sienta afectado por el incumplimiento por parte de una empresa concesionaria de las obligaciones establecidas en este artículo, podrá" por "Los usuarios a que se refieren las leyes Nos 18.168 y 19.302, que se sientan afectados por el incumplimiento por parte de una empresa concesionaria podrán".

4. Del señor Orpis para agregar en el inciso quinto propuesto, a continuación de la expresión "A su vez," las palabras "el juez".

 

-o-

 

INHABILITACIÓN DE SUBSECRETARIOS Y SECRETARIOS REGIONALES MINISTERIALES PARA POSTULAR A CARGOS PARLAMENTARIOS. Primer trámite constitucional.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- A continuación, corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción, que inhabilita a los subsecretarios y secretarios regionales ministeriales como candidatos a cargos parlamentarios.

Diputada informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es la señora Wörner.

 

Antecedentes:

-Moción, boletín Nº 1979-07, sesión 44ª, en 2 de enero de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 5.

-Informe de la Comisión de Constitución, sesión 32ª, en 13 de agosto de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 3.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra, por diez minutos, la diputada informante.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, la idea central del proyecto busca reformar la Constitución Política, con el fin de inhabilitar a los subsecretarios y a los secretarios regionales ministeriales para levantar candidaturas parlamentarias.

Con tal propósito, modifica el número 1 del artículo 54 de la Carta Fundamental, a fin de agregar a tales funcionarios entre quienes no pueden ser candidatos a diputados o senadores.

Esta reforma constitucional se originó en una moción del Diputado señor Ulloa, copatrocinada por el Diputado señor Víctor Pérez.

Desde el punto de vista doctrinario, se conocen como inhabilidades aquellas causales que afectan la independencia de una persona para desempeñar el cargo de diputado o senador, en razón de la situación particular en que se encuentra. Es decir, la inhabilidad se refiere a aquellas personas que, no obstante reunir los requisitos para ser elegidas parlamentarias, se encuentran impedidas de serlo por el hecho de estar desempeñando un cargo determinado o de ejercer cierta actividad que, de acuerdo con la Constitución, menoscaba su necesaria autonomía para legislar.

El artículo 54 de la Carta Fundamental señala estas inhabilidades, indicando que no pueden ser candidatos a diputados o senadores las siguientes personas:

"1.- Los ministros de Estado;

"2.- Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los miembros de los consejos regionales y los concejales;

"3.- Los miembros del Consejo del Banco Central;

"4.- Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los jueces de letras y los funcionarios que ejerzan el ministerio público;

"5.- Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales;

"6.- El Contralor General de la República;

"7.- Las personas que desempeñen un cargo directivo de naturaleza gremial o vecinal, y

"8.- Las personas naturales y los gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado."

A continuación, la misma norma constitucional señala que estas inhabilidades serán aplicables a quienes hubieren tenido los cargos mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección, salvo el caso de quienes desempeñen un cargo directivo de naturaleza gremial o vecinal o sean personas naturales o gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado, todos los que estarán inhabilitados si tuvieren dichas calidades al momento de inscribirse las respectivas candidaturas.

Finalmente, el artículo señala una última regla, aplicable, en este caso, a quienes no resultaren elegidos en el acto eleccionario, disponiendo que no podrán volver a ocupar los mismos cargos ni ser designados para otros de naturaleza análoga a los que desempeñaron hasta un año después de efectuada la elección.

A su vez, el inciso final del artículo 57 reglamenta el caso en que, durante el desempeño de sus funciones, el parlamentario se vea afectado por una causal sobreviniente de inhabilidad, disponiendo que, en tal evento, cesará en su cargo.

Los diputados patrocinantes de la iniciativa fundamentan la moción señalando que las causales de inhabilidad previstas por la Constitución, persiguen un doble propósito: por una parte, garantizar una efectiva separación de los poderes del Estado, elemento que resulta esencial en un régimen presidencialista como el chileno, y, por otra, cautelar el principio de probidad y de igualdad de oportunidades en el ejercicio del derecho ciudadano para optar a cargos de elección popular.

Finalmente, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

1º Que tratándose de un proyecto de reforma constitucional, no contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado, pero, por afectar el capítulo V de la Constitución Política y teniendo presente lo establecido en el artículo 116 de la misma Carta Fundamental, para ser aprobada, la iniciativa necesita el voto conforme de las 3/5 partes de los diputados y senadores en ejercicio.

2º Que su artículo único no es de competencia de la Comisión de Hacienda.

3º Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad; y

4º Que no hubo indicaciones o artículos rechazados por la Comisión.

En mérito de lo expuesto, la Comisión recomienda aprobar el proyecto de reforma constitucional, cuyo artículo único señala:

"Artículo único.- Agrégase en el Nº 1 del artículo 54 de la Constitución Política, después de las palabras "Los Ministros de Estado", substituyendo el punto y coma (;) que las sigue por una coma(,), lo siguiente: "los Subsecretarios y los Secretarios Regionales Ministeriales;".

Es todo cuanto tengo que informar.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Están inscrito los Diputados señores Andrés Palma, Ulloa y Latorre.

Tiene la palabra, por cinco minutos, el Diputado señor Andrés Palma.

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, no estoy de acuerdo con la moción que se nos presenta hoy.

Creo que la modificación que debemos introducir a la Constitución debe ir en la dirección inversa; es decir, en lugar de aumentar las inhabilidades para postular al Parlamento, creo que hay que disminuirlas.

Por esa razón, votaré en contra de este proyecto de reforma constitucional.

A mi juicio, se pueden agrupar en dos categorías los ciudadanos que presentan inhabilidades: los que están desempeñando un cargo en función de una responsabilidad política y los que están desempeñando un cargo que va más allá de la política.

Me parece razonable diferenciar esta situación y establecer inhabilidades para quienes están desempeñando un cargo institucional que va más allá de la política. Me refiero a los señalados en los numerales 3), 4), 5) y 6) del artículo 54 de la Constitución: los miembros del Consejo del Banco Central; los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los jueces de letras y los funcionarios que ejerzan el ministerio público; los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales y el Contralor General de la República. Por la función que ellos desempeñan, deben estar fuera de la arena política, y me parece razonable que si desean participar en política, deben dejar su cargo con un año de anticipación.

Tal vez, en la misma categoría deberíamos incluir a los generales, almirantes y oficiales superiores, quienes también deberían dejar sus instituciones -por esencia, apolíticas- antes de participar en una elección, como una manera de establecer un paréntesis entre el cargo que han ejercido y la elección en la cual van a participar.

En lo personal, soy partidario de suprimir esta inhabilidad para los ministros de Estado, intendentes, gobernadores, alcaldes, miembros de los consejos regionales, concejales, las personas que desempeñen cargos directivos de naturaleza gremial o vecinal, y las que tengan contratos con el Estado, salvo en el momento de inscribirse como candidatos, puesto que desde ese instante no pueden continuar ejerciendo sus funciones. Pero extender las inhabilidades -lo hace el proyecto que se está presentando- a los secretarios regionales ministeriales y a los subsecretarios atenta contra la lógica de democratización del órgano rector que nos rige.

Por ello, votaré en contra de la iniciativa.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el Diputado señor Jorge Ulloa.

 

El señor ULLOA.- Señor Presidente, sin duda, siguiendo la lógica del colega Andrés Palma, se puede llegar al absurdo de que el modelo democrático que él persigue es claramente menos democrático, toda vez que uno de los principios clave que hay que cautelar no se refiere sólo a la probidad, sino también a la igualdad de oportunidades, de manera de ejercer efectivamente los derechos ciudadanos.

La finalidad de esta propuesta de perfeccionamiento constitucional apunta a dar un claro sentido a la inhabilidad ya existente, que tiene una lógica absoluta al impedir que eventualmente se haga mal uso de los cargos señalados en el artículo 54. Dicho artículo indica claramente las personas que deben dejarlos un año antes de postular a cargos de representación popular.

El Diputado señor Andrés Palma se equivocó profundamente al mencionar a los directivos gremiales o vecinales, porque no tienen otra inhabilidad que la señalada en la propia norma constitucional al momento de inscribir sus candidaturas.

Cuando hablamos de perfeccionar una norma, nos referimos precisamente a la idea de que la igualdad de derechos afecte en forma positiva a cualquier candidato que desee postular a un cargo de elección popular. Sin duda, en esta Sala nadie podrá negar que un subsecretario, que maneja no sólo poder, sino también recursos, está en una situación privilegiada -eso no es democrático, Diputado señor Andrés Palma- respecto de otros candidatos. En la misma situación se encuentran las personas que ejercen el cargo de secretario regional ministerial. Por lo tanto, lo que queremos es evitar el privilegio de que gozan quienes ejercen una función pública, hecho que les permite detentar no sólo poder sino también recursos financieros. Y tan así es esto, que el Diputado señor Valenzuela anteriormente presentó un proyecto de reforma constitucional que incorporaba sólo a los secretarios regionales ministeriales.

Creo que la norma que proponemos con mi colega Víctor Pérez, no hace más que perfeccionar una disposición que, a todas luces, impide que se rompan los necesarios equilibrios y distancias que deben existir entre quienes ejercen el poder en un régimen presidencial como el nuestro y quienes aspiran a representar al electorado. En ese sentido, el argumento del colega Andrés Palma no sólo adolece de errores constitucionales, sino que también de vicios, desde el punto de vista de la teoría democrática.

Esta norma que -repito- tiende al perfeccionamiento de lo actualmente existente, no hace otra cosa que ser coherente con la teoría democrática. En ese sentido, llamo a mis distinguidos colegas a que aprueben la propuesta de perfeccionamiento constitucional.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el Diputado señor Latorre.

 

El señor LATORRE.- Señor Presidente, no obstante respetar el artículo 54 de la Constitución, que señala quiénes no pueden ser candidatos a diputados ni a senadores, no lo comparto.

Además de establecer una serie de inhabilidades que no se justifican claramente y que cada cual puede interpretar en la forma que estime pertinente, dicho ar
tículo -a que hizo alusión la Diputada informante señora Wörner-, termina señalando algo que considero muy discutible. Dice: "Si no fueren elegidos en una elección no podrán volver al mismo cargo ni ser designados para cargos análogos a los que desempeñaron hasta un año después del acto electoral."

El artículo 54, número 8), de la Constitución me parece, por lo menos, muy discutible. Además, no encuentro la razón por la que alguien que ha sido inhabilitado para ser candidato a diputado o senador, y a quien se le impone como exigencia renunciar un año antes si desea postular, posteriormente, si no es elegido, quede inhabilitado además por un año para ejercer un cargo análogo al que tenía dos años antes.

La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia nos entrega, por unanimidad, en su informe, bajo el título "Discusión del proyecto", el siguiente argumento: "no existía una razón aparente para inhabilitar a altos funcionarios administrativos como los ministros de Estado," y señala cuáles son. En consecuencia, como no existía una razón aparente para ello, obviamente, debe inhabilitar a subsecretarios y secretarios regionales ministeriales. Me parece que ese argumento no corresponde a una Comisión tan destacada como ésa.

En el breve tiempo de que dispongo, no quiero reiterar la argumentación del Diputado señor Andrés Palma y me limito a señalar que el proyecto de ley no ha sido debidamente analizado y discutido -por lo menos no se refleja en el informe-, y no estoy de acuerdo con que se apruebe una nueva inhabilidad en los mismos términos en que hoy afecta a otras personas por los cargos que detentan y con la exigencia que impone el texto del artículo 54 de la Constitución.

En consecuencia, anuncio mi voto en contra.

He dicho. 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Cerrado el debate.

Queda pendiente la votación.

 

-Con posterioridad, la Sala procedió a votar el proyecto en la siguiente forma:

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación general el proyecto de reforma constitucional que inhabilita a los Subsecretarios y Secretarios Regionales Ministeriales como candidatos a cargos parlamentarios. 

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos; por la negativa, 21 votos. Hubo 4 abstenciones.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Rechazado el proyecto. 

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Alvarado, Allamand, Ávila, Bartolucci, Bombal, Caminondo, Cantero, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Fantuzzi, Ferrada, Gajardo, Galilea, García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González, 
Gutiérrez, Hamuy, Hernández, Hurtado, Jocelyn-Holt, Karelovic, León, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Luksic, Makluf, Martínez (don Rosauro), Melero, Morales, Munizaga, Ojeda, Orpis, Ortiz, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Reyes, Ribera, Rodríguez, Seguel, Solís, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), 
Valenzuela, Vargas, Vega, Vilches, Villouta, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Arancibia, Aylwin (doña 
Mariana), Balbontín, Escalona, Fuentealba, Huenchumilla, Kuschel, Latorre, Longton, Naranjo, Navarro, Palma (don Andrés), 
Pizarro, Rebolledo (doña Romy), Saa (doña María Antonieta), Sabag, Tohá y Walker.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Aylwin (don Andrés), García (don José), Letelier (don Felipe) y Silva.

 

-o-

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Saludamos y damos la bienvenida al Viceministro de Relaciones Exteriores de Ucrania, señor Volodymyr 
Khandoguiy, que se encuentra en la tribuna acompañado por el Embajador de Ucrania en Chile.

 

-Aplausos.

 

-o-

 

SIMPLIFICACIÓN DE NOTIFICACIONES EN JUICIOS PENALES Y REFORZAMIENTO DE LAS VISITAS CARCELARIAS. Segundo trámite constitucional.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional originado en moción, que modifica el Código de Procedimiento Penal respecto a la forma en que han de practicarse las notificaciones de las resoluciones que indica y el Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a la visita semanal que efectúan los jueces a los recintos carcelarios.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Aldo Cornejo.

 

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 1866-07 (S), sesión 2ª, en 22 de mayo de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Constitución, sesión 35ª, en 20 de agosto de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 2.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Cornejo. 

 

El señor CORNEJO.- Señor Presidente, espero que el presente informe satisfaga las expectativas del Diputado señor Latorre, porque no me parece pertinente que diga que los informes de la Comisión de Constitución son someros. Si él tiene interés en algún proyecto, la Comisión lo recibirá encantado -y lo invitamos formalmente- para escuchar sus aportes, que siempre serán interesantes.

Me corresponde informar, en segundo trámite constitucional, el proyecto originado en una moción del Senador señor Miguel Otero que se refiere a modificaciones al Código de Procedimiento Penal respecto de la forma en que han de practicarse notificaciones de diversas resoluciones que consigna dicho Código, como asimismo al Código Orgánico de Tribunales en relación con la visita semanal que efectúan los jueces a los diversos recintos carcelarios.

Las ideas fundamentales del proyecto son las siguientes:

En primer lugar, facilitar la notificación de algunas resoluciones referidas a la libertad de detenidos o procesados en causas criminales que se tramiten ante un tribunal cuya sede se ubique fuera del lugar o ciudad donde esté ubicado el establecimiento penal en que se encuentren recluidos y que no cuenten con servicio diario de traslado de presos.

En segundo lugar, eliminar el trámite previo de dirigir requisitoria a los jueces del crimen de los lugares en que se sospeche que el inculpado o procesado ha podido albergarse, para declarar la rebeldía de éste.

En tercer lugar, establecer, como criterio o regla general, que la visita semanal que deben realizar los jueces del crimen a los detenidos o presos será efectuada solamente por aquellos cuyo tribunal está ubicado en la localidad o ciudad en que se encuentre el establecimiento carcelario.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 del Código de Procedimiento Penal, son aplicables al proceso penal, en cuanto no se opongan a lo establecido en el Código o en alguna normativa especial, las disposiciones comunes a todos los juicios contenidos en el Libro I del Código de Procedimiento Civil. Del texto de esta disposición se desprende que, en materia de notificaciones, debemos sujetarnos al Código de Procedimiento Civil.

Por medio de las notificaciones judiciales se pone en conocimiento de una persona una resolución, diligencia o actuación procesal. Por su naturaleza, son esencialmente formales. Para que existan y surtan efectos legales deben cumplir con todos los requisitos establecidos en la ley.

La Comisión, en la discusión del proyecto que establece un nuevo Código de Procedimiento Penal -que todavía no conoce la Sala- en lo relativo a los funcionarios autorizados para realizar las notificaciones y citaciones, optó por aludir a los funcionarios públicos en general y no a los funcionarios judiciales en particular, por entender que la primera expresión cubría un espectro más amplio. Así, se acordó que las notificaciones de las resoluciones judiciales se realizarán por los funcionarios públicos especialmente habilitados.

Respecto de las notificaciones al imputado privado de libertad, se adecuó la norma del artículo 66 del Código de Procedimiento Penal vigente, estimándose que deben hacerse en persona por un funcionario judicial en el mismo tribunal o en el establecimiento penal en que aquél se encontrare recluido, aunque se halle fuera de su territorio jurisdiccional.

La ley Nº 19.382 modificó las disposiciones que regulan las notificaciones en el Código de Procedimiento Civil, particularmente sus artículos 41, 43 y 44, con el objeto de facilitar la práctica de las notificaciones, aumentando los lugares en los cuales se pueden practicar las notificaciones, como asimismo los días y horas hábiles en que éstas se pueden realizar válidamente. 

En el caso de la notificación personal del artículo 44, simplificó el procedimiento al establecer que, a fin de acreditar las circunstancias que habilitan para realizar la notificación personal subsidiaria, basta la certificación del ministro de fe que la practicará, excluyendo la información sumaria de testigos.

El autor de esta moción fundó su iniciativa en que las actuales circunstancias han hecho variar los presupuestos sobre los cuales se basaron las normas legales mencionadas. La actual realidad hace conveniente, por lo tanto:

Facilitar la notificación de las resoluciones judiciales relativas a la libertad del detenido o preso cuando existan diferencias de ubicación geográfica entre el tribunal de la causa y el establecimiento carcelario respectivo. 

Eliminar la obligación del juez de la causa de dirigir requisitoria a los jueces de los lugares en que se sospeche que el procesado o inculpado ha podido albergarse como condición para poder declarar su rebeldía.

Circunscribir el deber de practicar las visitas semanales a las cárceles sólo a los jueces cuyos tribunales funcionen en el mismo lugar en que se encuentre el recinto de detención o de prisión preventiva.

En consecuencia, de acuerdo con lo anterior, la moción apunta a facilitar la práctica de las notificaciones y a resolver una situación que se da con bastante frecuencia, originada por el hecho de que los magistrados que deben realizar visitas a las cárceles no siempre son los titulares de los tribunales del lugar donde se encuentran ubicados los recintos carcelarios.

El Senado calificó todas las normas del proyecto como orgánicas constitucionales.

Quiero llamar la atención respecto de la constancia que dejó la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia respecto del número 1) del artículo 1º.

Nuestra Comisión estimó que el número 1) del artículo 1º es una norma de procedimiento que tiende a regular la forma de efectuar ciertas notificaciones en materia penal, por lo que no tendría incidencia en la organización ni en las atribuciones de los tribunales. Por lo mismo, al modificarse esta disposición no se está legislando sobre materias propias de ley orgánica constitucional del Poder Judicial, sino sobre materias que son objeto de ley ordinaria o común.

Sobre el particular, el informe consigna la opinión del Tribunal Constitucional en el caso del artículo 391 del Código Orgánico de Tribunales. Lo hago presente para los efectos de la votación a que se someterá la moción del Senador don Miguel Otero.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará la palabra, hasta por cinco minutos, al Diputado señor Juan Carlos Latorre y a la Diputada señora Martita Wörner. Después se cerrará el debate y se procederá a votar.

Acordado.

Tiene la palabra el Diputado señor Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, quiero agradecer la invitación del Diputado señor Cornejo para asistir a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y señalarle que, por su somero, pero muy convincente informe, votaré a favor del proyecto de ley.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra la Diputada señora Martita Wörner.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, sólo para los efectos de la historia de ley, quiero hacer resaltar que la modificación al artículo 567 del Código Orgánico de Tribunales persigue establecer un procedimiento por el cual se haga efectiva y eficiente la tarea que se impone al juez de visitar regularmente los recintos carcelarios donde se encuentran personas detenidas y sometidas a procesos dentro de la jurisdicción de su tribunal. Por eso, la redacción del artículo 567 es imperativa cuando señala que "el último día hábil de cada semana, todo juez de letras que ejerza jurisdicción en materia criminal, acompañado de su secretario, visitará la cárcel o establecimiento, con el objeto de indagar si los detenidos y procesados sufren vejaciones indebidas, si se les coarta la libertad de defensa o se prolonga ilegalmente la tramitación de sus procesos. Y en el caso de los tribunales -por lo tanto de los jueces- cuya competencia es ejercida en juzgados que no son asiento del establecimiento o cárcel donde las personas están privadas de libertad, deberá visitar, a lo menos, una vez cada tres meses, el recinto carcelario.

De manera que esta obligación se le impone al juez acompañado de su secretario, y la norma no permite que ésta se delegue en cualquier funcionario del tribunal, pues ello impide que el juez tenga cabal y directo conocimiento de las quejas o de las observaciones que los detenidos quieren hacerle presente.

Hoy, dicha visita es encargada por el juez a cualquier funcionario de los tribunales, lo cual es distinto a lo que prescribe la norma actual y que también se hace imperativo para el juez en la reforma.

Por lo tanto, quiero destacar el punto porque me parece de vital importancia para que esa responsabilidad del juez conduzca a los objetivos que persiguen.

He dicho.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Cerrado el debate.

Queda pendiente la votación.

 

-Con posterioridad, la Sala procedió a votar el proyecto en la siguiente forma: 

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El proyecto que modifica el Código de Procedimiento Penal contiene disposiciones de ley orgánica constitucional y requiere de 69 votos para su aprobación.

En votación. 

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 84 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general y en particular, por no haber indicaciones. 

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Arancibia, Ávila, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Balbontín, Bartolucci, Bombal, Caminondo, Cantero, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Dupré, Elgueta, Errázuriz, Escalona, Fantuzzi, Ferrada, Fuentealba, Gajardo, Galilea, García (don René 
Manuel), García (don José), García-Huidobro, González, Gutiérrez, Hamuy, Hernández, Huenchumilla, Hurtado, Jocelyn-Holt, Karelovic, Kuschel, Latorre, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Longueira, Luksic, Makluf, Martínez (don Gutenberg), Melero, Morales, Moreira, Munizaga, Naranjo, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés), Pérez (don Ramón), Pizarro, Pollarolo (doña 
Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Ribera, Rodríguez, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Seguel, Silva, Solís, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Vargas, Vega, Vilches, Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

 

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

 

MEDIDAS PARA REGULARIZAR SITUACIONES DE EX COLONIA DIGNIDAD.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a un proyecto de acuerdo cuya votación está pendiente. 

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Es el número 558, de los señores Melero, Orpis, Correa, Paya y Masferrer, cuya votación está pendiente por no haberse alcanzado el quórum en la sesión anterior. Se refiere a la ex Colonia Dignidad y la parte conclusiva dice: 

"1. Solicitar a la Excelentísima Corte Suprema el nombramiento de un segundo ministro en visita extraordinaria que se aboque al conocimiento de las causas por fraude aduanero, evasión de impuestos, simulación en el traspaso de bienes y, en general, de todos los juicios que no sean de competencia del ministro señor Hernán González.

"2. Traspasar a la Comisión de familia de la Cámara todos los antecedentes que dicen relación con los delitos de abusos deshonestos que investiga el señor ministro en visita extraordinaria, don Hernán González, y con las situaciones que dan cuenta de la privación de los derechos de familia y de los derechos de los niños que ocurran en la ex Colonia Dignidad, hoy Villa Baviera.

"3. Sugerir al Gobierno que envíe una modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, que establezca, sin ambigüedades, atribuciones suficientes al Ministerio de Educación, para vigilar el cumplimiento de la ley de instrucción básica obligatoria.

"4. Solicitar al señor Ministro de Defensa Nacional que instruya a la Dirección General de Movilización Nacional para que efectúe un control permanente de las armas existentes en el predio de Villa Baviera, así como de aquellas que pudiera haber en otras dependencias de la misma organización."

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 4 abstenciones.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Bartolucci, Caminondo, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Fantuzzi, González, Karelovic, 
Kuschel, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Martínez (don Rosauro), Melero, Moreira, Munizaga, Orpis, Pérez (don 
Ramón), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Ribera, Rocha, Rodríguez, Solís, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Vega, Vilches y Wörner (doña Martita).

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Fuentealba, Huenchumilla, Jocelyn-Holt, Ortiz, Palma (don Andrés), Reyes, Silva, Villouta y Walker.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Encina, Martínez (don Gutenberg), 
Pizarro y Saa (doña María Antonieta).

 

PRÓRROGA DE DECRETO QUE APRUEBA REGLAMENTO SANITARIO DE ALIMENTOS.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 554, de los señores 
Munizaga, Rodríguez, Vargas, Coloma, 
Prokuriça, Jürgensen, Valcarce, Pérez, don Ramón; Bayo, Taladriz, Solís, Encina, Longton, García, don René Manuel, y Hurtado.

 

"Considerando:

1. Que la Región de Coquimbo se vio afectada en los últimos cuatro años por la peor sequía del siglo, la que trajo como una de sus consecuencias, la muerte de gran parte del ganado caprino existente en la Región.

2. Que a raíz de las últimas lluvias que cayeron en la zona norte del país durante el presente invierno, ha comenzado un proceso de recuperación del ganado caprino para los crianceros de la Región de Coquimbo, lo que les permitirá en los próximos años volver a tener rebaños que les garanticen una producción suficiente de queso para mantener económicamente a sus familias.

3. Que la Resolución Nº 2.299 de 1997, del Servicio de Salud Coquimbo, prorrogó hasta el 13 de mayo de 1998 la vigencia de las resoluciones Nº 84 y Nº 2.390 de 1996, que autorizan la producción y comercialización del queso de cabra de acuerdo a las exigencias que en ellas se establecen, luego de lo cual la producción y comercialización del queso de cabra deberá sujetarse a las normas contenidas en el Decreto Nº 977, de 6 de agosto de 1996, del Ministerio de Salud, que aprueba el Reglamento Sanitario de los Alimentos, el que contiene nuevas y mayores exigencias a las que deben sujetarse los procesos productivos de los distintos alimentos.

4. Que a raíz de la situación descrita que afectó a los productores de queso de cabra de la Región de Coquimbo, es muy difícil, si no imposible, que éstos puedan adecuar su producción a las normas contenidas en el nuevo Reglamento Sanitario de los Alimentos antes del 13 de mayo de 1998, por lo que se hace necesario conceder una prórroga a las resoluciones que actualmente rigen la producción y comercialización de dicho producto.

En virtud de lo anterior, venimos en presentar el siguiente proyecto de acuerdo:

Solicitar se oficie a su Excelencia el Presidente de la República para que, mediante decreto supremo, disponga la prórroga del decreto Nº 977, de 6 de agosto de 1996, del Ministerio de Salud, que aprueba el Reglamento Sanitario de los Alimentos, en lo que respecta a la producción y comercialización del queso de cabra, hasta el 31 de mayo de 1999, manteniendo vigentes hasta esa fecha las resoluciones que actualmente rigen dichas materias, resoluciones Nº 84 y Nº 2.390 de 1996 y resolución Nº 2.299 de 1997."

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Munizaga.

 

El señor MUNIZAGA.- Señora Presidenta, el proyecto de acuerdo plantea la necesidad de prorrogar, por un año, la entrada en vigencia del decreto Nº 977, de 1996, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento sanitario de los alimentos, en lo que se refiere a la producción de queso de cabra, normativa que significará que, al menos, 4.500 familias, que cuentan con pequeños piños de ganado, pierdan su trabajo, las que hasta la fecha, debido a una disposición del Ministerio de Salud que les impone exigencias posibles de cumplir, pueden elaborar quesos artesanales.

Los crianceros del norte verde, que lamentablemente durante cinco años se transformó en un norte seco a raíz de la gran sequía que se vivió, perdieron sus ganados y recién en este año lluvioso los están recuperando. En consecuencia, hay mucha gente que tiene 10, 20 ó 30 animales de crianza 
-cabras- cuya leche les permite hacer queso y subsistir.

Con las nuevas disposiciones, estos crianceros no podrán comercializar esa leche ni elaborar queso y, por consiguiente, perderán su fuente de trabajo. Por eso, estamos pidiendo prorrogar por un año -no en forma definitiva- la vigencia del citado decreto para que puedan readecuar sus instalaciones. También solicitamos que se les dé una mayor atención, porque la mejoría de la producción quesera en la Región de Coquimbo pasa por elevar la calidad de vida de los crianceros.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Para apoyar el proyecto, tiene la palabra el Diputado señor Encina.

 

El señor ENCINA.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero reconocer los esfuerzos hechos por los gobiernos de la Concertación y los organismos del agro para incorporar a los crianceros a la modernidad y dar cabal cumplimiento a las medidas sanitarias.

Tal esfuerzo ha beneficiado a aproximadamente un 30 ó 40 por ciento de los crianceros de nuestra región. Sin embargo, queda un número de ellos al margen de esta posibilidad y por eso es importante prorrogar por un año la entrada en vigencia del Código Sanitario.

En definitiva, hablamos de alrededor de 4 ó 5 mil familias que podrían verse afectadas, razón por la cual solicitamos esa prórroga y que, en ese período, se intensifiquen las políticas de apoyo que hoy se están implementando, a fin de modernizar la producción de queso de cabra y reconvertir la producción del ganado caprino en caso de que no sea posible la incorporación a la modernidad de muchos de estos campesinos.

Por las razones expuestas, votaré a favor el proyecto de acuerdo.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Renán Fuentealba.

 

El señor FUENTEALBA.- Señora Presidenta, quiero señalar que durante los últimos cinco años en la región se han hecho grandes esfuerzos que tienden a la legalización del comercio del queso de cabra, los que se han traducido fundamentalmente en canalizar, a través de una comisión especial creada por el gobierno regional, la capacitación y asesoría en materia de organización a los pequeños productores de queso de cabra.

Indap ha destinado créditos traducidos en importantes sumas de dinero para construir centros de acopio de leche de cabra y plantas queseras, con el objeto de salubrizar la producción de este producto, que es trascendente para la economía campesina de, al menos, el distrito que represento.

No sólo se han analizado créditos de 
Indap a las organizaciones de crianceros, sino que también se han otorgado créditos individuales a los campesinos que así lo han solicitado para mejorar su infraestructura de producción, consistente en un mejor lugar de ordeñe y de habilitación de la quesería particular.

Se ha dado asesoría técnica a los pequeños productores campesinos en materia de producción y comercialización de dicho producto. 

A raíz del anuncio efectuado, materia de este proyecto de acuerdo, en el distrito que represento se han realizado reuniones con los campesinos y sus organizaciones para anunciarles esta medida y adoptar con ellos las acciones correspondientes que les permitan llegar a mayo de 1998 con una infraestructura habilitada y salubrizada para la producción de queso de cabra.

En dichas reuniones, los campesinos jamás han planteado la necesidad de prorrogar tales disposiciones. Por consiguiente, aprovechándose de estos tiempos electorales, esto implica una obvia acción demagógica de parte de los diputados patrocinantes del proyecto de acuerdo.

El gobierno regional y la Comisión Regional de Desarrollo Caprino quieren entrar en una nueva etapa en esta materia, efectuar un salto cualitativo que permita la exportación de un producto valioso, como es el queso de cabra, a mercados internacionales, que pagan altos precios por su calidad. Para ello existe ayuda disponible en Indap. 

Sin ir más lejos, ayer me entrevisté con el Director Nacional de Indap para plantearle la necesidad de canalizar mayores recursos a los campesinos, con el objeto de que cuenten con los dineros necesarios para mejorar su infraestructura. Nada de esto han hecho los diputados patrocinantes del proyecto de acuerdo.

Además, existen créditos a través del Programa de Desarrollo de Comunas Pobres, Prodecop, iniciativa financiada por el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola de la Fao, al cual el Gobierno aporta como contrapartida nacional 8 millones de dólares en el plazo de diez años, precisamente con la finalidad de mejorar la infraestructura de producción de queso de cabra, fortalecer la organización de los campesinos y entregarles asesoría técnica en la realización de proyectos productivos.

Hemos indicado la necesidad impostergable e ineludible de que los campesinos se organicen para enfrentar esta nueva situación y que aprovechen las posibilidades de comercialización nacional e internacional que se abren con esta nueva disposición.

Con la prórroga de la vigencia de las disposiciones sólo fomentamos la clandestinidad en la comercialización del queso y facilitamos la producción insalubre, factores que pueden atentar gravemente contra la economía de los campesinos y la salud de la población.

Por los motivos expuestos, votaré en contra del proyecto de acuerdo.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En votación el proyecto de acuerdo.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 10 votos. No hubo abstenciones.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Aprobado.

 

El señor MUNIZAGA.- Pido la palabra.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor MUNIZAGA.- Señora Presidenta, solicito que se me haga llegar copia de la votación.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Así se procederá, señor diputado.

El señor PIZARRO.- Pido la palabra por una cuestión de Reglamento.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, aparte de solicitar copia de la votación, quiero manifestar que ella deberá repetirse, porque hay votos emitidos por colegas que no están en la Sala.

 

Un señor DIPUTADO.- ¿Por quiénes?

 

El señor PIZARRO.- No quiero entrar en mayores antecedentes, pero corresponde repetir la votación, a fin de evitar que algunos señores diputados aparezcan votando por otros.

 

El señor CANTERO.- La petición debe ser fundada.

 

El señor PIZARRO.- Para los colegas de Renovación Nacional fundaré la petición: hay un diputado de esa bancada que votó por uno de la Democracia Cristiana que no está presente, sin consultarle su opinión. No quiero dar el nombre, pero, como algunos insisten, he pedido que se repita la votación. Lo más probable es que el resultado sea el mismo, pero se trata de que no se puede sentar ese precedente. No hay que olvidar que estamos aprobando un nuevo Reglamento de Ética en la Cámara. Por lo tanto, debemos mantener una buena conducta.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Para proceder a repetir la votación se necesita contar con la unanimidad de la Sala, y así lo ha manifestado el Diputado señor Pizarro.

 

El señor FUENTEALBA.- Pido la palabra por una cuestión de Reglamento.

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor FUENTEALBA.- Señora Presidenta, la votación que acaba de efectuarse está viciada. Lo que ha dicho el Diputado señor Pizarro es absolutamente cierto, pues el Diputado señor Ojeda aparece votando y no está presente en la Sala. Eso significa que hay un vicio y que se quiso hacer una pillería.

En este caso no se requiere la unanimidad y hay que repetir la votación, pues ésta es nula.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- El Diputado señor Longton me acaba de señalar que cometió un error. Por lo tanto, repetiremos la votación.

 

El señor FUENTEALBA.- Eso es lo que corresponde, señora Presidenta.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En votación el proyecto de acuerdo.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos; por la negativa, 10 votos. Hubo 2 abstenciones.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allamand, Allende (doña Isabel), Arancibia, Bartolucci, Bayo, Cantero, Cardemil, Ceroni, Correa, Encina, Escalona, Fantuzzi, Ferrada, Galilea, García (don José), García-Huidobro, Hurtado, Karelovic, Kuschel, Letelier (don Juan 
Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, 
Martínez (don Rosauro), Munizaga, Naranjo, Navarro, Pérez (don Ramón), Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Ribera, Rodríguez, Solís, Tohá, Tuma, Ulloa, Vargas, Vega y Vilches.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aylwin (doña Mariana), 
Fuentealba, Jocelyn-Holt, Luksic, Ortiz, Pizarro, Reyes, Silva y Villouta.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Balbontín y Huenchumilla.

 

COMISIÓN ESPECIAL PARA EL ESTUDIO DE ACUERDOS EXTRAJUDICIALES CELEBRADOS POR CODELCO.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 555, de los Diputados señores Vilches, Urrutia, Ávila, Jocelyn-Holt, García-Huidobro, Cantero, Jürgensen, Taladriz, Solís, Villouta, Pérez, don Ramón; García, don René Manuel; Hurtado, Prochelle y Vargas.

 

"Considerando que:

1. La Corporación del Cobre de Chile perdió más de 200 millones de dólares, producto de las operaciones de futuro realizadas por el operador Juan Pablo Dávila en el año 1993.

2. Producto de la investigación del juicio seguido por el ministro señor José Benquis, han aparecido antecedentes que permiten determinar con qué empresa operó el señor Dávila y los montos en que fue perjudicado Codelco con estas operaciones irregulares.

3. Que, hasta la fecha, Codelco ha celebrado acuerdos extrajudiciales con Merril Lynch y Compañía El Bronce, en los que se renuncia a la acción civil a cambio de la devolución de una cantidad de dinero y que se ha anunciado la celebración de nuevos acuerdos de este tipo.

En virtud de lo anteriormente expuesto, la Cámara acuerda:

a. Solicitar a la Comisión de Minería y Energía que se constituya en Comisión Especial Investigadora, para que se aboque al estudio de los acuerdos extrajudiciales que ha celebrado Codelco-Chile, con la finalidad de recuperar recursos perdidos por las operaciones de futuro efectuadas.

b. Emitir en un plazo de 60 días un informe final a la Sala de la honorable Cámara de Diputados."

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Jocelyn-Holt.

 

El señor JOCELYN-HOLT.- Señora Presidenta, quiero dar tres argumentos por los que creo importante dar facultades a la Comisión de Minería, -en la cual el Gobierno tiene mayoría- para efectuar una discusión sobre los acuerdos extrajudiciales mencionados, en vez de una tertulia acerca de los antecedentes que los motivaron.

En primer lugar, la ley establece requisitos para que el Consejo de Defensa del Estado pueda transigir, los cuales son distintos a los de Codelco, que en estos años ha tenido dos transacciones importantes: la del fundo Los Cristales y la de Paranal. La ley exige que el Consejo de Defensa del Estado cumpla un quórum y haga una transacción en juicio. Aquí estamos hablando de una transacción extrajudicial, que no reúne ese tipo de requisitos.

Los antecedentes aportados por el Consejo de Defensa del Estado respecto de la naturaleza de estas operaciones...

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- ¿Me permite, señor diputado? Ha terminado el tiempo destinado a los proyectos de acuerdo.

Solicito la unanimidad de la Sala para votar el proyecto en discusión.

No hay acuerdo.

Queda pendiente para la próxima sesión.

 

 

IX. INCIDENTES

 

CUMPLIMIENTO DE LEY SOBRE ABUSOS DE PUBLICIDAD. Oficios.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra la Diputada señora Wörner.

 

La señora WÖRNER.- Señora Presidenta, hace escasos días se tuvo conocimiento de una triste experiencia sufrida por un menor que concurrió a visitar a su padre al penal de Colina. Por circunstancias que se investigan, administrativa y judicialmente, resultó violado por un recluso enfermo de sida. No agrego nada más, pues resulta fácil determinar las consecuencias de esta agresión.

Sin embargo, quiero hacer presente que pocas horas después de tan dramática experiencia, un canal de televisión concurrió al domicilio de esta víctima, de este menor, para obtener impresiones de su familia. La pantalla mostró a una mujer acongojada, teniendo entre sus brazos al menor ultrajado pocas horas antes.

Se ha hecho una práctica reincidente que los medios de comunicación olviden la prohibición que impone el artículo 24 de la ley Nº 16.643, sobre abusos de publicidad, que señala textualmente: "Se prohíbe la divulgación, por cualquier medio de difusión, de la identidad o de cualquier otro antecedente que conduzca a ella, de menores de dieciocho años, ya sean autores, cómplices, encubridores o víctimas de delito. La infracción de este artículo será sancionada con multa de diez a cincuenta ingresos mínimos."

El artículo 2º de la ley Nº 19.046 está en concordancia con lo que dispone la Declaración de los Derechos del Niño, suscrita, ratificada y vigente en nuestro país, cuyo principio Nº 2 establece: "El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en condiciones de libertad y dignidad". Al promulgar leyes con este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño.

Es frecuente que los medios de comunicación muestren a menores que han participado en hechos delictuales, ya sea como víctimas o victimarios, limitándose a dar por respetada la restricción impuesta por los cuerpos legales citados con el solo hecho de distorsionar el rostro, cuando se trata de televisión; de tapar la vista o de identificar a estos menores con las iniciales de su nombre, en el caso de la prensa escrita.

Junto con destacar que ello no está de acuerdo con la normativa legal vigente, puesto que la exigencia dice que se prohíbe que de cualquier manera se llegue a la identidad o se identifique directamente al menor, hago presente que con ello se busca proteger celosamente la dignidad del menor.

Por lo anterior, y entendiendo que esta práctica debe ser abolida, esto es la forma de entregar las informaciones que involucran a menores, solicito en primer lugar, remitir copia de mi intervención a la Corte Suprema, para pedirle que, si lo tiene a bien, disponga instruir a todos los tribunales del país para que, junto con velar por el cumplimiento de la legislación vigente, impida la vulnerabilidad en que se encuentran ante los medios de comunicación los menores involucrados en hechos delictuales, ya sea como víctimas o victimarios; en segundo lugar, al Ministerio de Defensa, para que los servicios policiales cumplan lo propio en esta misma materia, evitando exponer a la opinión pública, a través de los medios de comunicación, a los menores vinculados a las órdenes judiciales que deban cumplir, y tercero, a la Comisión de Familia de esta honorable Cámara, a fin de que, tomando conocimiento de las observaciones contenidas en esta intervención, se aboque a estudiar la normativa vigente, escuchar a quien estime pertinente, proponer medidas administrativas y, si es del caso, iniciativas legales que aseguren el cabal cumplimiento de las exigencias contenidas en la Declaración de los Derechos del Niño y en la ley sobre abusos de publicidad, en lo que dice relación con menores involucrados en hechos delictuales, ya sea como víctimas o victimarios.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados, con la adhesión de los Diputados señores Felipe 
Letelier, Kuschel, Navarro, Escalona y de quien habla.

 

PERMISO PARA INSTALAR RADIOEMISORA EN PORTEZUELOS. Oficio.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra por dos minutos el Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señora Presidenta, la parroquia de la comuna de Portezuelos, provincia de Ñuble, Octava Región, en especial su cura párroco, don Ricardo Sammon O’Brien, no sólo jugó un rol muy importante de solidaridad en los tiempos en que no hubo democracia en el país, sobre todo con la gente relegada a ese lugar, sino que también ha cumplido un papel muy relevante, por cuanto allí se realizan festivales de canciones con raíces folklóricas, en busca de nuestras tradiciones y del reencuentro con nuestra cultura.

Desde hace aproximadamente tres años se está solicitando la instalación de una radioemisora que cumpla este objetivo social-cultural, no comercial. Sin embargo, el Ministerio de Transportes, basado en estudios que datan de más de treinta años y debido a todo el aparataje burocrático que conocemos de las instituciones del Estado, no ha permitido lograr ese objetivo.

A mi juicio, desde los puntos de vista de la distancia, de la salud, de la educación, etcétera, es muy importante que la comuna cuente con este servicio de comunicación.

Por ello, pido que se envíe oficio al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que se realicen los estudios pertinentes, pero basados en antecedentes de estos tiempos, para que se cuente con esta radioemisora comunitaria, con el objeto de que Portezuelos prosiga su labor cultural y social.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio en la forma solicitada.

 

EXPULSIÓN DE DIRIGENTES DE LA EX COLONIA DIGNIDAD. Oficio.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En el turno del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Camilo 
Escalona.

 

El señor ESCALONA.- Señora Presidenta, en la segunda quincena de agosto, la Cámara conoció y aprobó el informe de la Comisión que investigó las denuncias sobre abusos deshonestos cometidos en contra de niños y jóvenes en la ex Colonia Dignidad.

Por esa razón, las Diputadas de la Comisión de Familia, señoras Fanny Pollarolo y Mariana Aylwin, concurrieron a Talca y se entrevistaron con el ministro responsable de la investigación, señor Hernán González.

Asimismo, con motivo de la presentación de una querella criminal por el secuestro permanente del ex Diputado Carlos Lorca Tobar, concurrimos a Talca el Diputado señor Sergio Aguiló y quien habla, oportunidad en la que tuvimos ocasión de conversar con el magistrado señor Hernán González, quien nos dio a conocer en forma directa las severas dificultades que afectan a la investigación que lleva a cabo, por tratarse de temas distintos, relacionados con denuncias sobre detenidos desaparecidos, con abusos deshonestos cometidos en contra de niños y jóvenes, delitos tributarios y otras causas, que constituyen no sólo una preocupación nacional, sino, además, un desafío jurídico y ético de primera importancia para nuestra sociedad.

Lógicamente, la decisión de la Corte de Apelaciones de Talca de otorgar la libertad a quien es sindicado como el segundo cabecilla de la ex Colonia Dignidad, el doctor Hartmut Hopp, y, en consecuencia, haber dejado sin efecto la decisión del magistrado señor Hernán González, en nuestra opinión no sólo ocasiona un daño considerable al curso de la investigación, sino que también a la actitud de nuestra sociedad frente a los delitos que se han cometido y que, sin lugar a dudas, han causado alarma pública.

No resulta fácil explicar a la ciudadanía que, a pesar de todas las evidencias existentes, Paul Schaeffer no ha sido detenido y que, además, Hartmut Hopp, ha sido puesto en libertad. En realidad, es un desafío para el Estado de Derecho en nuestro país. 

Desde ese punto de vista, y por estar comprometida la autoridad del Estado, quiero reiterar la petición que aprobó la Cámara, a través de un nuevo oficio al Ministro del Interior, en orden a que se proceda a la expulsión del país de quienes encabezan la ex Colonia Dignidad y que, por lo tanto, tienen una responsabilidad principal en los delitos que se investigan.

Aquí hay un desafío al Estado de Derecho, una abierta transgresión a la moral pública, a las tradiciones y las costumbres nacionales y, al mismo tiempo, un grosero abuso y atropello a los derechos de la infancia.

Por estas razones, la autoridad nacional no puede seguir sin actuar. En consecuencia, reitero la solicitud que hicimos llegar al Supremo Gobierno para que, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, proceda a las expulsiones establecidas en la resolución de la Cámara de Diputados del mes de agosto sobre este tema.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio en la forma solicitada por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Aguiló, Navarro, Tohá y de quien habla.

 

ANTECEDENTES SOBRE INVESTIGACIÓN DE LA SECTA MOON. Oficio.

 

El señor ESCALONA.- Señora Presidenta, solicito también oficiar a la Ministra de Justicia, con el objeto de que se me envíen los antecedentes que obran en poder de ese Ministerio sobre la investigación llevada a cabo respecto de la secta Moon y sus actividades en nuestro país.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por el Diputado señor Escalona, con la adhesión de los Diputados señores Aguiló, Navarro, Tohá y de quien habla.

 

INVESTIGACIÓN EN HOGAR-ESCUELA DE TALCA. Oficio.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señora Presidenta, en Talca, capital de la Séptima Región, existe un hogar-escuela donde se atienden niños derivados del Servicio Nacional de Menores.

En la prensa regional se han publicado alarmantes denuncias en relación con actos de sodomía y otro tipo de prácticas realizadas en dicha escuela, que tienen extraordinariamente preocupados a los familiares de los menores y a la comunidad en su conjunto, al punto de que el obispo de nuestra diócesis, monseñor Horacio Valenzuela, ha hecho pública su preocupación como pastor de la Iglesia Católica en la región.

Son actos que han ocurrido en 1996 y se han reiterado en 1997. Incluso, el seremi de justicia y el director regional del Sename los han ratificado ante la opinión pública regional.

Además, se hacen denuncias adicionales sobre irregularidades en la utilización de los recursos que el Estado, a través del Ministerio de Justicia, por vía del Sename, entrega a este hogar-escuela.

Por todas estas razones, y en virtud de los antecedentes señalados, solicito oficiar a la señora Ministra de Justicia, para que, a través del Servicio Nacional de Menores, se informe al Parlamento acerca de los resultados de las investigaciones realizadas en dicho hogar, y se tomen, lo más rápidamente posible, las medidas que permitan excluir toda posibilidad de acciones como las que aquí han sido denunciadas.

He dicho. 

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de quien habla.

Resta un minuto al Comité Socialista.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

El turno siguiente corresponde al Comité Demócrata Cristiano.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

ELIMINACIÓN DE SUBSIDIO ESTATAL A COTIZACIONES DE SALUD EN ISAPRES. Oficio.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- El turno siguiente corresponde al Comité de Renovación Nacional.

Tiene la palabra el Diputado señor 
Maximiano Errázuriz.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señora Presidenta, el 21 mayo el Presidente Frei anunció la propuesta de eliminar el subsidio estatal del 2 por ciento a las cotizaciones de salud en instituciones privadas, proyecto que sería enviado el segundo semestre de este año. Pues bien, de concretarse dicha iniciativa, los trabajadores serán los más afectados.

Actualmente, los trabajadores de bajos ingresos, que debieran atenderse por Fonasa, pueden acceder a una isapre gracias a ese subsidio del 2 por ciento. La ley vigente permite que trabajadores dependientes soliciten a su empleador, a cargo de éste, una cotización adicional de hasta el 2 por ciento de la remuneración imponible en la isapre a la que están afiliados. La cotización legal del 7 por ciento más la adicional del 2 por ciento no puede superar una unidad de fomento, más 0,5 UF por cada carga afecta a asignación familiar. El total tampoco puede ser superior a 4,2 unidades de fomento. Los empleadores pueden deducir de sus impuestos los pagos de cotizaciones adicionales.

En síntesis, es un subsidio estatal a las cotizaciones de salud en isapres para mejorar el plan de salud de los trabajadores de bajos ingresos.

El 2 por ciento es un subsidio a los trabajadores, no a las isapres. De concretarse el proyecto del Gobierno, 370 mil trabajadores tendrían que renunciar a las Isapres y volver a Fonasa. Con sus cargas, superan el millón de personas que recargarían a Fonasa más de lo que ya está.

Declaro públicamente que si la iniciativa presidencial es enviada al Parlamento, además de votarla en contra, recurriré al Tribunal Constitucional, a fin de que la declare inconstitucional, porque al afectar un derecho adquirido de los trabajadores, viola el número 24º del artículo 19 de la Constitución Política.

El Presidente dijo que Fonasa es utilizado por personas que no son beneficiarias de Fonasa, y agregó que "problemas prácticos, detectados en la operación del subsidio, hacen impostergable su eliminación".

Con la computación es fácil detectar quiénes son beneficiarios de Fonasa y quiénes no lo son. En vez de solucionar los problemas prácticos, el Gobierno opta por eliminar el subsidio. Es como don Otto, que cree solucionar el problema vendiendo el sofá.

Me opongo a la eliminación del subsidio porque perjudica a los trabajadores. Prueba de ello es el rechazo unánime de la iniciativa presidencial por parte de la inmensa mayoría de los sindicatos del país.

Una declaración pública en el mismo sentido fue suscrita por los señores Carlos Flores Cepeda, presidente del sindicato Nº 1 de la Papelera; Gabriel Riveros Infante, presidente del sindicato Nº 2 de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones; Luis Peralta Díaz, presidente del sindicato administrativo de la misma compañía; José Abarca Rivera, tesorero del sindicato Nº 1 Coats Cadena; Ricardo Lineros Carrasco, tesorero del sindicato Protisa, de la CMPC; Isaac Figueroa Poblete, secretario del sindicato Protisa de la CMPC; Samir Liddawi Manzur, primer director del sindicato Protisa de la CMPC, y Hugo Calderón, presidente del sindicato Nº 2 Tissue de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones.

Solicito que se envíe copia de mi intervención al Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de que esté en conocimiento de la posición de los trabajadores, por lo menos, de Puente Alto y del distrito que represento, y del pensamiento del parlamentario que habla.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

 

DESIGNACIÓN DE CHILLÁN COMO SEDE DE LA DÉCIMA REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS CULTURALES DE EDUCACIÓN, CIENCIA Y TECNOLOGÍA DEL PARLAMENTO LATINOAMERICANO.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor Rosauro Martínez.

 

El señor MARTÍNEZ (don Rosauro).- Señora Presidenta, como es de su conocimiento, el 25 y 26 de julio recién pasado se efectuó en Sao Paulo, Brasil, la Octava 
Reunión de la Comisión de Asuntos Culturales de Educación, Ciencia y Tecnología del Parlamento Latinoamericano, evento al cual asistí en mi condición de miembro de la citada Comisión y de representante de Chile ante el máximo organismo de ese Parlamento.

La primera jornada estuvo destinada al análisis del Informe de la Comisión Mundial de la Unesco sobre la Educación para el Siglo XXI, preparado por la Comisión Internacional que presidió Jacques Delors, ex presidente de la Comisión Europea, y al Plan de Educación para la Integración de América Latina y el Desarrollo.

En la oportunidad, cada parlamentario asistente tuvo la posibilidad de exponer brevemente sobre la educación y sus problemas en sus respectivas naciones, a fin de ir profundizando la temática por abordar durante el próximo año, cuando se realice la Décima Reunión, cuya sede será Chile.

La segunda jornada tuvo como objetivo el análisis preliminar del proyecto denominado "La dimensión cultural en el Desarrollo y la Integración de América Latina", preparatorio a la presentación oficial del Informe de la Comisión Mundial de la Unesco sobre Cultura y Desarrollo, programada para noviembre próximo, a la cual asistirá, junto al Director General de la Unesco, don Federico Mayor Zaragoza, el presidente de la citada comisión y ex Secretario General de las Naciones Unidas, don Javier Pérez de Cuéllar. 

Dada la trascendencia que los temas expuestos tienen para nuestro país y, en general, para la totalidad de los países miembros del Parlamento Latinoamericano, la próxima reunión, en Chile, en mi opinión, reviste especial importancia, debido a que estará especialmente focalizada a analizar los sistemas educativos vigentes en las distintas naciones de América Latina, a fin de viabilizar fórmulas que los conviertan en agentes transmisores de valores y pautas de comportamiento, de manera de construir sistemas educacionales esencialmente humanistas.

En ese contexto, y por ser la descentralización educacional uno de los objetivos sobre los cuales existe consenso en los países latinoamericanos, considero pertinente plantear a mis colegas la conveniencia de 
-tal como lo hicimos con la Comisión de Minería- llevar esta reunión a regiones, con el objeto de que los congresistas conozcan de manera directa el funcionamiento de nuestro sistema educacional, y nuestra población tenga la oportunidad de observar en el terreno el trabajo parlamentario.

Por tal motivo, propongo que se designe a Chillán sede de la Décima Reunión de la Comisión de Asuntos Culturales de Educación, Ciencia y Tecnología del Parlamento Latinoamericano, pues con ello estaremos dando una muestra real del compromiso descentralizador que inspira nuestro quehacer parlamentario.

Finalmente, cumplo con dejar a disposición de la honorable Cámara los siguientes documentos de trabajo:

-Compendio del informe de Comisión Internacional de la Unesco sobre educación para el siglo XXI.

-Sinopsis del Plan de Educación para el Desarrollo y la Integración de América Latina. 

-Resolución de la Octava Reunión.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- La Mesa agradece los documentos que su Señoría pondrá a disposición de la Corporación.

 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE PROCEDENCIA DE ASIGNACIÓN PROFESIONAL PARA FUNCIONARIOS PÚBLICOS DE REGIONES. Oficios.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor Ramón Pérez.

 

El señor PÉREZ (don Ramón).- Señora Presidenta, desde un tiempo a esta parte algunos funcionarios públicos de Iquique han seguido estudios superiores conducentes al titulo de técnico universitario en administración pública, mediante un programa de extensión especial para esta actividad académica, inserto en el marco de modernización del Estado y profesionalización del servicio público.

Luego de cumplir seis semestres de estudios, estos funcionarios han sido sorprendidos por un dictamen de la Contraloría General de la República que señala que dichos títulos, por ser técnicos de nivel superior, no habilitan para la percepción de los beneficios que las leyes administrativas conceden a quienes se encuentran en posesión de un título profesional universitario, situación que consideran injusta, pues han realizado esos estudios como perfeccionamiento personal que aportan a sus instituciones, adhiriendo, de esta manera, al proceso de mejoramiento de la gestión pública. Lo han hecho, además, con el objeto de percibir una mejor remuneración, a través del pago de la respectiva asignación profesional.

El dictamen en comento tiene el número 32312, y señala que el título de técnico de nivel superior, otorgado generalmente por un centro de formación técnica o por un instituto profesional, no cambia su carácter, aun cuando sea otorgado por una universidad y, en ningún caso, tiene las características de un título profesional, afirmación a mi juicio errada, pues las universidades sólo otorgan títulos profesionales en virtud del artículo 31, incisos cuarto y noveno de la Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. Por lo tanto, de acuerdo con la ley, los títulos otorgados por las universidades autónomas son exclusiva y definitivamente títulos profesionales.

Es bueno precisar, sin embargo, que hasta antes de ese dictamen la propia Contraloría General había resuelto a favor de los funcionarios públicos diversas situaciones similares, conforme con su propia jurisprudencia administrativa y con el apoyo de informes proporcionados por las respectivas universidades. Es el caso del dictamen 
Nº 34454, de 1993, que señala que los títulos de gestión administrativa otorgados por dos universidades de Santiago tienen el carácter de títulos profesionales universitarios, para los fines de otorgamiento de la asignación profesional, establecida en el decreto Nº 479, artículo 3º, y de cualquier otra exigencia contenida en las leyes administrativas. 

Cabe hacerse, entonces, la siguiente pregunta: ¿Acaso los funcionarios públicos que trabajan en provincias o que han efectuado un esfuerzo económico y académico no tienen los mismos derechos que los de la Región Metropolitana? Sin duda, la respuesta debe ser afirmativa; de lo contrario, estamos ante otra acción del centralismo en nuestro país.

En otro dictamen, de 1993, la Contraloría General de la República dejó en claro el respeto por la autonomía, de rango constitucional, de que gozan las universidades fiscalizadoras y que pertenecen al Consejo de rectores, entidades que, además, tienen la facultad de diseñar planes y programas de estudio y de otorgar, en forma exclusiva, títulos profesionales y grados académicos, sin más objeción que la del propio Consejo de rectores. Por lo tanto, no debe mediar otro organismo del Estado para cuestionar la calidad de la enseñanza profesional que esas instituciones imparten, lo que significa, a mi modo de ver, que los funcionarios que han realizado estudios en la Universidad Arturo Prat, de Iquique, y en otras, deben percibir la asignación profesional correspondiente.

A falta de un pronunciamiento interpretativo sobre el ámbito de aplicación de la ley orgánica constitucional de Enseñanza, la Contraloría General consideró pertinente conocer la posición del estamento asesor legal del Ministerio de Educación, organismo no colegiado, que ha hecho, a mi juicio, una poco acertada interpretación del artículo 31 de la mencionada ley.

Por las razones expuestas, vengo en solicitar que se oficie al Contralor General de la República y al Ministro de Educación, a fin de requerir de los organismos que dirigen un pronunciamiento oficial y definitorio acerca de si las carreras conducentes a los títulos de técnico universitario en administración pública, técnico universitario en gestión administrativa o cualquier carrera técnico-universitaria impartidas por las casas de estudios superiores del país, permiten impetrar todos los deberes, derechos y obligaciones que las leyes contemplan para los funcionarios dependientes de la Administración del Estado, como es el caso de la asignación profesional, a fin de aunar criterios y no continuar favoreciendo a unos y perjudicando a otros, como ocurre con los funcionarios públicos que se desempeñan en Iquique y en el resto del país, que han realizado este tipo de estudios.

Asimismo, solicito que se adjunte a los oficios la presente intervención.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Karelovic, Rosauro Martínez, Vega, Munizaga y de quien habla.

 

AYUDA PARA AGRICULTORES DAMNIFICADOS DE LA CUARTA REGIÓN. Oficios.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En el tiempo de Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado señor Eugenio Munizaga por tres minutos.

 

El señor MUNIZAGA.- Señora Presidenta, los últimos temporales causaron cuantiosos daños en viviendas, obras públicas, de regadío y predios agrícolas de la región de Coquimbo. A esta altura del año, después de quince días de ocurridos esos temporales, resulta imperioso señalar cuál es el estado de cosas en nuestra región.

Los esfuerzos por entregar viviendas a quienes perdieron todos sus enseres y casas han sido lentos y demorado más de lo necesario. Pobladores del valle del Elqui, del Limarí y del Choapa están esperando el término de los estudios que debe hacer la Oficina Nacional de Emergencia. De modo que hago presente la lentitud con que han avanzado las soluciones para los problemas de esos vecinos.

Por otra parte, quiero destacar que a las fuerzas de la naturaleza, del temporal que azotó la zona norte, se sumaron, en muchas oportunidades, los efectos de obras públicas mal diseñadas, como badenes, alcantarillas y puentes insuficientes que represaron las aguas de las quebradas. Posteriormente, estas especies de embalses reventaron ocasionando problemas en viviendas, sembradíos, plantaciones y obras públicas. Por ello, se requiere que el Ministerio de Obras 
Públicas cambie su política en cuanto a la construcción de estas obras.

También hubo grandes daños, especialmente en sectores agrícolas; destrucción y anegamiento, con barro y piedras, de canales, predios y perjuicios en predios agrícolas, parronales y huertos frutales.

La asistencia ha sido insuficiente. El 
Indap ha manifestado a los pequeños campesinos que cuenta con pocos recursos, y, por otra parte, los agricultores medianos no tienen ninguna fuente de crédito para atender sus necesidades. En consecuencia, es indispensable que el Gobierno entregue ayuda a través del Ministerio de Agricultura.

Solicito que se oficie: 

Al Ministro del Interior, para que ordene apurar al máximo las soluciones de vivienda.

Al Ministro de Obras Públicas, con el propósito de que se realice un catastro de todas las obras públicas mal diseñadas que aumentaron los problemas ocasionados por los temporales y las bajadas de quebradas.

Al Ministro de Agricultura, a fin de que establezca un plan especial para todos los agricultores de la región de Coquimbo, de manera de ayudarlos a salir de los problemas que enfrentan por efecto de los temporales que azotaron a todo el país.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Karelovic, Rosauro Martínez, Vega, Ramón Pérez y García-Huidobro.

 

 

CUESTIONAMIENTO DE INVERSIONES DE ORGANISMOS PÚBLICOS EN MAGALLANES. Oficios.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En el turno del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Vicente Karelovic.

 

El señor KARELOVIC.- Señora Presidenta, agradezco la gentileza del Comité de la UDI por los minutos que me ha concedido. Los solicité para expresar la extrañeza que ha provocado en Magallanes y, en particular, en Puerto Williams, capital de la Provincia Antártica chilena, el discutible uso de millonarios recursos del Estado en la ejecución de obras públicas. 

El primer caso se refiere a la inversión de 580 millones de pesos en un camino que, con la excusa de habilitar una ruta de penetración en Navarino, en buenas cuentas no lleva a ninguna parte. Así, se ha desechado la posibilidad de abrir, con esos mismos fondos, la ruta que pudo haber terminado con el aislamiento por tierra que sufre Puerto Toro y permitido el acceso de los pobladores de Puerto Williams a lagos interiores, donde es altamente factible el desarrollo de actividades turísticas y recreativas. 

Si esta obra ha sido calificada como despilfarro -hoy el camino es un verdadero lodazal, casi intransitable, porque los trabajos realizados no permitieron ni siquiera un mínimo de tráfico de camiones-, lo es mucho más la inversión de 54 millones de pesos en una casa destinada a residencia del gobernador de la provincia, la cual permanece deshabitada, abandonada y en franco deterioro, porque, según las autoridades, no hay fondos para alhajarla, mientras el actual funcionario que ejerce de gobernador, raramente presente en Puerto Williams, arrienda otra vivienda cuando visita la localidad. 

A estos despilfarros del gobierno regional de Magallanes, debe sumarse la inusual señalización de un tramo del camino que va hacia el futuro complejo turístico de Tres Morros, distante unos 40 kilómetros al sur de Punta Arenas, y los problemas de funcionamiento del sistema de alcantarillado de la villa Cerro Castillo, en la comuna de Torres del Paine, en la provincia de Última Esperanza. 

Por ello, y con el fin de resguardar los recursos del Estado, más aún en una zona extrema de Chile, enfrentada a una severa recesión económica, a un creciente endeudamiento y a la desesperanza de sus habitantes, pido que se oficie a la Contraloría General de la República para que investigue a fondo esas inversiones y la efectividad de sus resultados, y, si ha lugar, se sancione a los responsables del mal uso del dinero de todos los chilenos. 

Asimismo, tampoco puedo dejar de pedir que se investigue, por parte del mismo organismo contralor, todo lo referido al funcionamiento de la empresa chipera Micsa, Magallánica Comercial e Industrial Sociedad Anónima, que ha lanzado a la calle a centenares de trabajadores y ocasionado graves aprietos sociales y económicos a miles de magallánicos, aduciendo una causal de despido en que responsabiliza a servicios del Estado de haber contribuido a sus malos manejos financieros a través de interponer trabas administrativas y burocráticas a su funcionamiento. 

Magallanes y sus esforzados habitantes necesitan explicaciones concretas acerca de las situaciones que he denunciado y confío en que la presidencia de esta honorable Cámara oficiará a la brevedad a la Contraloría, a fin de contribuir a la urgente y necesaria transparencia del quehacer de los organismos públicos y del manejo de los recursos que administra el Gobierno. 

Señora Presidenta, solicito que en los minutos que restan pueda hacer uso de la palabra el Diputado señor Osvaldo Vega. 

He dicho. 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Víctor Pérez, Rosauro Martínez, García-Huidobro, Munizaga y Vega. 

 

TRASPASO DE LOS JUZGADOS DE PARRAL, CAUQUENES Y CHANCO A ÁMBITO JURISDICCIONAL DE CORTE DE APELACIONES DE CHILLÁN. Oficio.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En el tiempo que resta al Comité de la Unión 
Demócrata Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Vega. 

 

El señor VEGA.- Señora Presidenta, esta tarde quiero hacer presente la inquietud de los abogados de la región que represento, en el sentido de que, en el último tiempo, los juicios de los juzgados de Parral, de Cauquenes y de Chanco se tramitan con mucha lentitud en la Corte de Apelaciones de Talca. Por tal razón, ellos solicitan que dichos juicios sean devueltos a la Corte de Apelaciones de Chillán, a la cual pertenecían; pero no con el objeto de querer hacer presente que en la Corte de Apelaciones de Talca se imparta mal la justicia -todo lo contrario-, sino porque su recargo de trabajo no le permite hacerlo con prontitud. 

Por consiguiente, pido que se oficie a la señora Ministra de Justicia para que atienda la situación que los abogados están planteando. 

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Víctor Pérez, Karelovic, García-Huidobro, Rosauro Martínez y Munizaga. 

 

 

EJERCICIO DE LA PROFESIÓN DE ABOGADO POR EGRESADOS DE LEYES EN JUZGADO DEL CRIMEN DE CHANCO. Oficio. 

 

El señor VEGA.- Señora Presidenta, también quiero que se oficie a la señora Ministra de Justicia sobre una situación muy anómala que ocurre en la ciudad de Chanco. 

El juez del juzgado del crimen de esa ciudad, señor Hugo Sánchez, tiene dos hijos egresados de leyes, quienes, desde hace más de un año, ejercen la profesión de abogado sin tener la calidad de tales. La gente que tiene problemas acude a ellos y, sin saber cómo, muchos quedan en libertad gracias a los trámites que esos jóvenes efectúan al interior del juzgado. Como se comprenderá, la referida situación ha sorprendido a toda la comunidad de la región.

Por tal razón, solicito que se oficie a la Ministra de Justicia, con el objeto de que adopte las medidas pertinentes a fin de aclararla.

He dicho.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Víctor Pérez, Karelovic, García-Huidobro, Rosauro Martínez y Munizaga.

 

La señora SAA (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

 

-Se levantó la sesión a las 15.10 horas.

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

